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Países Andinos: evolución del PIB, 1998-2004
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PBI per cápita Ingreso Medio Coeficiente Promedio

US$ de 1995 familiar per cápita Gini años escolaridad

al año (mensual US$)

Bolivia 955 169 0.60 5.6

Colombia 2266 496 0.55 5.6

Ecuador 1404 158 0.56 6.4

Perú 2310 178 0.50 7.6

Venezuela 3037 365 0.49 7.1

Argentina 7435 580 0.53 9.4

Brasil 4225 594 0.64 6.0

Chile 5129 475 0.55 9.8

Fuente: CEPAL et al, Hacia el objetivo del milenio de reducir la pobreza en América 

Latina y El Caribe, 2003. Cuadro 1, p. 21.
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[image: image6.emf]Cuadro 3   Países Andinos: algunos indicadores laborales básicos, 2000.   (Porcentajes)     Países  Crecimiento  Población  1995 - 2000  Crec. PET   1995 - 2000   PEA  Agrícola  1990  Asalariados  Urbanos b/  PEA  Informal   Seguridad  Social  c/   Bolivia   2.3  2.6  40.5  43.5  n.d.  n. d   Colombia    1.9  2.4  26.9  52.4  55.6  82.2   Ecuador   2.0  2.8  32.7  54.1  51.6  48.9   Perú    1.7  2.4  31.1  51.9  59.2  67.7   Venezuela   2.0  2.7  13.3  58.1  50.6  81.3   América  Latina    1.6    2.2    23.6    n.d.    46.9    79.0   Fuentes: CEPAL Anuario Estadístico de América Lat ina 2000, y OIT, Panorama Laboral 2001.   a/ Quinquenio 1990 - 1995. Defunciones de niños de 0 a 1 año de edad por cada mil niños    nacidos vivos.   b/ Perú. ENAHO 1996. Ministerio de Trabajo e INEI.   c/ Asalariados del Sector Formal que cotizan.   


SEMINARIO SUBREGIONAL ANDINO: LA GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA Y EL PROBLEMA DEL EMPLEO EN LA SUBREGIÓN ANDINA
14 y 15 de abril de 2005
Lima - Perú

INFORME

SEMINARIO SUBREGIONAL ANDINO

”LA GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA Y EL PROBLEMA DEL EMPLEO EN LA SUBREGIÓN ANDINA”
- IV CUMBRE DE LAS AMERICAS -

[image: image7.jpg]COMUNIDAD
ANDINA

VY



                                          
INFORME
SEMINARIO SUBREGIONAL ANDINO

”La gobernabilidad democrática y el problema del empleo en la Subregión Andina”
IV CUMBRE DE LAS AMERICAS

Lima,  14 y 15 de abril de 2005

Introducción
La OEA, a través de la Secretaría de Cumbres de las Américas, ha realizado distintas actividades destinadas a informar e involucrar a los diferentes actores de la sociedad sobre el Proceso de Cumbres. En ese sentido, se ha propuesto realizar seminarios subregionales en el Caribe, Centroamérica y México, Cono Sur y la Subregión Andina, de manera que se puedan tomar en cuenta los distintos intereses y realidades de las Américas. Para tal propósito, la OEA viene adelantando un trabajo con organizaciones subregionales a fin de realizar actividades conjuntas e involucrarlas en el seguimiento e implementación de los mandatos hemisféricos, así como en la preparación de la próxima IV Cumbre de las Américas que se realizará en Mar del Plata, Argentina, el 4 y 5 de noviembre de 2005, con el lema: “Crear trabajo para enfrentar la pobreza y fortalecer la gobernabilidad democrática”.
Por su parte, la Comunidad Andina ha puesto especial énfasis en el desarrollo de la agenda social comunitaria y, en ese marco, se expidió en septiembre de 2004 la Decisión 601 “Plan Integrado de Desarrollo Social de la Comunidad Andina” (PIDS), una estrategia comunitaria para apoyar a los Países Miembros en sus esfuerzos por combatir la pobreza, la inequidad y la exclusión social. Dentro de los proyectos sociolaborales del PIDS, destaca el “Programa Subregional Andino para la Promoción del Empleo”, cuyo propósito es establecer un marco comunitario para la formulación de políticas nacionales de fomento al empleo. Asimismo,  se realizó en la sede de la Secretaría General de la Comunidad Andina en Lima, en noviembre de 2004, la I Conferencia Regional Andina sobre el Empleo y actualmente se avanza en la preparación de la II Conferencia Andina sobre el Empleo para el segundo semestre de 2005.
Con el fin de profundizar en el examen de la temática del empleo y su relación con la gobernabilidad democrática en los países andinos,  la Secretaría de Cumbres de las Américas  de la OEA y la Secretaría General de la Comunidad Andina invitaron a la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y Ágora Democrática a organizar conjuntamente un Seminario Subregional Andino en Lima los días 14 y 15 de abril del presente año, sobre   “Gobernabilidad democrática y el problema del empleo en la subregión andina”.
Objetivos del Seminario
a) Fortalecer el Proceso de Cumbres de las Américas, promoviendo en los países de la Subregión Andina un amplio debate en torno de la situación y perspectivas de la democracia en el contexto actual de crisis social y desempleo. 
b) Impulsar el análisis en torno a las bases para una estrategia subregional de fomento del empleo digno, que contribuya  al desarrollo,  la competitividad y el fortalecimiento de la  gobernabilidad democrática.
c) Contribuir a la generación de consensos a escala subregional andina entre el sistema político y la sociedad civil organizada en torno de los objetivos del empleo y el fortalecimiento de la democracia, así como alrededor de las políticas para lograrlos.
Desarrollo del Seminario

El seminario se desarrolló a través de tres paneles, en cada uno de los cuales se contó con  una exposición introductoria a cargo de un especialista, seguida de los comentarios efectuados por los panelistas seleccionados para cada panel  y el debate general en el que participaron los otros invitados. 

Resultados esperados
a) Coadyuvar a la generación de una conciencia creciente, en el sistema político en particular, acerca de la necesidad de construir nexos viables y eficaces entre las políticas económicas y las sociales como base para la superación de las fragilidades de la gobernabilidad democrática actual en la región andina.

b) La publicación de un documento con recomendaciones para la IV Cumbre de las Américas así como para la II Conferencia Regional Andina sobre el Empleo referidas a metas concretas para lograr la creación de empleo digno y de calidad, en un entorno que privilegie el desarrollo y la competitividad fortaleciéndose, al mismo tiempo, la gobernabilidad democrática en la región andina. Este documento, asimismo, será presentado a los coordinadores nacionales en la reunión del Grupo de Revisión e Implementación de las Cumbres de las Américas.
ANEXO I

PROGRAMA Y PARTICIPANTES DEL SEMINARIO SUBREGIONAL ANDINO “LA GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA Y EL PROBLEMA DEL EMPLEO EN LA SUBREGION ANDINA”

Programa del Seminario Subregional Andino “La Gobernabilidad Democrática y el problema del empleo en la Subregión Andina”
Inauguración

Jueves 14 de abril de 2005

Hora: 12:00 horas

Sede: 
Secretaría General de la Comunidad Andina


Paseo de la República 3895


Lima, Perú

Palabras del Director General de la Comunidad Andina, Dr. Antonio Araníbar Quiroga
Palabras del Director de la Secretaría de Cumbres de las Américas de la OEA, Dr. Luis Alberto Rodriguez
Palabras del Director Regional a.i. de la Oficina de la OIT para los países de América Latina y el Caribe, Dr. Daniel Martínez 
Palabras del invitado especial: Ministro Noemí Gomez, Directora de Asuntos Regionales, Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, República de Argentina
Hora: 13:00 a 15:00 horas.

Almuerzo ofrecido por la Secretaría General de la Comunidad Andina 

Día 1: Jueves 14 de abril 
Panel I

Tema: Las Cumbres de las Américas: fortalecimiento de la gobernabilidad democrática y la creación de empleos. 
Hora: 15:00 a 18:00 horas

Presentación de base: Carlos Chocano, Director de Asuntos Políticos Multilaterales y de 

  Seguridad a.i., Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú
Panelistas:

Alberto Orgulloso, Corporación Viva la Ciudadanía, Colombia
Fernando Bustamante, Universidad San Francisco de Quito, Ecuador  
Susana Villarán,  Instituto de Defensa Legal, Perú  
Carlos Hugo Molina, CEPAD, Bolivia 
Giannina Olivieri Pacheco, Universidad Metropolitana, Venezuela
Día 2: Viernes 15 de abril 
Panel II

Tema: Exclusión social y  Gobernabilidad Democrática en la subregión andina. 
Hora: 09:30 a 12:30 horas.

Presentación de base: Jorge Nieto, Centro Internacional para la Cultura Democrática
Panelistas: 

Henry Oporto, CERES, Bolivia  

Andrés Stambouli, Universidad Metropolitana, Venezuela
Jorge Del Castillo, Congresista, Perú

Christof Kuechemann, Representante del BID en Perú
Panel III

Tema: Empleo, competitividad e inclusión social: fortaleciendo la gobernabilidad democrática.
Hora: 15:00 a 18:00 horas

Presentación de base: Francisco Verdera, OIT  

Panelistas:
Sylvia Escóbar, CEDLA, Bolivia 
Jaime Acosta, CRESET, Colombia 
Raúl Baca Carbo, Grupo Integralco, Ecuador
Francisco Iturraspe, Universidad Central, Venezuela 
Percy Medina, Transparencia, Perú 
Marcela Benavides, Economista Ejecutivo del Programa de Apoyo a la Competitividad, Corporación Andina de Fomento 
Clausura del Seminario
ANEXO II
PANEL I: LAS CUMBRES DE LAS AMERICAS: FORTALECIMIENTO DE LA GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA Y LA CREACION DE EMPLEOS
CUARTA CUMBRE DE LAS AMERICAS

PROYECTO DE DECLARACION DE MAR DEL PLATA

“CREAR TRABAJO PARA ENFRENTAR LA POBREZA Y FORTALECER LA GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA”

PRESENTACION DE BASE: CARLOS CHOCANO, DIRECTOR DE ASUNTOS POLITICOS MULTILATERALES Y DE SEGRIDAD

a.i., MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES DE PERU
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Cuarta Cumbre de las Américas

Proyecto de Declaración de Mar del Plata

Mar del Plata, 4 y 5 de noviembre del 2005

Crear Trabajo para Enfrentar la Pobreza y Fortalecer la Gobernabilidad Democrática

Nosotros, los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas elegidos democráticamente, reunidos en la ciudad de Mar del Plata en ocasión de nuestra Cuarta Cumbre, a fin de continuar reforzando la gobernabilidad de nuestras democracias reafirmamos nuestro compromiso de combatir la desigualdad, el hambre y la pobreza a través de la creación y promoción del trabajo. Por ello, otorgamos al trabajo un lugar central en la agenda hemisférica, vinculándolo con los principios de libertad, justicia, seguridad, protección e igualdad de género, habida cuenta de su carácter de instrumento de integración social y la promoción del desarrollo económico y los múltiples aspectos de la seguridad humana. Aprobamos el Plan de Acción anexo, comprometiendo nuestro esfuerzo para ponerlo en práctica.

Reafirmamos nuestro firme compromiso de continuar impulsando los mandatos y compromisos asumidos en las Cumbres de las Américas, la Cumbre del Milenio y la Conferencia Internacional sobre la Financiación del Desarrollo (Consenso de Monterrey) para impulsar el bienestar, la distribución más equitativa del crecimiento económico,  generar nuevas oportunidades de empleo, promover el trabajo decente, eliminar el hambre y elevar los niveles de vida del hemisferio, tomando como base la Declaración de la OIT sobre los Principios Fundamentales del Trabajo y la Carta de la Organización de Estados Americanos.

El crecimiento económico es una condición indispensable y necesaria pero no  suficiente para enfrentar las elevadas tasas de desocupación, informalidad y precariedad laboral que aquejan a nuestras sociedades. Durante el pasado reciente vivimos períodos de alto crecimiento, coexistiendo con bajas tasas de generación de empleo, alta concentración del ingreso y un significativo aumento de los índices de pobreza e indigencia.

Los problemas vinculados con la desigualdad y la pobreza no pueden resolverse con políticas sociales sólo de carácter asistencial. Si bien los planes y programas de asistencia constituyen un recurso necesario, nos esforzaremos en evitar la consolidación de sociedades divididas entre quienes tienen trabajo y quienes son asistidos. 

Con la finalidad de consolidar la democracia y combatir la exclusión social, el desempleo y el crecimiento de los sectores informales, asumimos el compromiso de instaurar las condiciones propicias para la generación de empleo decente, como un Estado eficaz para cumplir la ley; instituciones judiciales independientes, imparciales y accesibles; acciones efectivas de combate a la corrupción y el crimen organizado y administración fiscal prudente. 

Nos comprometemos a articular políticas activas que propicien el desarrollo de los negocios y la inversión productiva, que tengan como objetivo prioritario la generación de trabajo decente, especialmente en el respeto de los derechos fundamentales del trabajo, el empleo, brindando protección social y fomentando el diálogo social, en el marco de un nuevo paradigma que dote a las transformaciones económicas de un fuerte contenido ético. 

Párrafo resultante de la XIV Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT- 18 y 19 de octubre del 2005) 

Párrafo de la Reunión Ministerial de Desarrollo Sostenible que tendrá lugar en Santa Cruz el 8 y 9 de septiembre del 2005 (Bolivia)

Creemos que en gran medida las democracias del futuro deberán tener una  mayor capacidad para generar empleos productivos y de calidad, los cuales constituyen aspectos fundamentales para la cohesión social y la prosperidad. 

El objetivo de creación de más y mejor empleo requiere la instrumentación de políticas de Estado, basadas en el trabajo decente, con el objetivo de generar empleos de calidad, promoviendo las condiciones de protección social, la distribución del ingreso,  y los derechos de sindicalización, evaluando su impacto ocupacional y sus consecuencias en el mercado de trabajo.

Reconocemos la importancia de integrar las políticas macroeconómicas,  microeconómicas, comerciales, productivas, de infraestructura, laborales y sociales, migratorias, educativas y de previsión social centradas en objetivos de empleo de calidad y productividad. Asimismo, nos comprometemos a crear mayores oportunidades para nuestros pueblos en los sectores de educación, seguridad, servicios de salud, vivienda y desarrollo social e infraestructura y a reforzar las políticas de desarrollo territorial y el fortalecimiento de la gestión local.

Impulsaremos políticas industriales que fortalezcan al mercado, eviten prácticas desleales de comercio y desarrollen redes o tramas productivas cuya expansión, densificación y mayor competitividad contribuirán al crecimiento de la inversión privada y del empleo y aplicaremos programas específicos para las pequeñas y medianas empresas, de modo de proveerles servicios de asistencia técnica, micro-crédito, formación e intermediación laboral. Esos programas deberán tender al desarrollo empresarial, la integración de los sistemas de capacitación, la calificación para obtención de crédito, el acceso al mercado financiero y facilitar la participación en el comercio internacional. La trasparencia de los bancos multilaterales y de las instituciones financieras, como la expansión de la asistencia financiera y técnica son fundamentales para la pequeña y mediana empresa. 

Promoveremos nuestro crecimiento económico a través de la eliminación de los obstáculos para el acceso al mercado de bienes y servicios del hemisferio a fin de promover nuestro crecimiento económico. La apertura del comercio y la inversión, sin barreras, sin subsidios, sin prácticas desleales y con un creciente flujo de inversiones productivas constituyen una clave para la prosperidad. 

Reorientaremos las políticas de protección al desempleado según criterios de ingreso mínimo garantizado, reinserción laboral de los trabajadores desocupados y mejora de sus condiciones de empleabilidad.

Formularemos sistemas y servicios de formación profesional eficientes y de formación profesional de calidad, articulados con las políticas económicas, educativas y de empleo, mediante un incremento de la inversión en formación profesional –tanto por parte del sector público como del sector privado- con el objeto de impulsar la productividad de las empresas y la empleabilidad de las personas.

Reduciremos sustancialmente la brecha de género, promoviendo la disminución de las disparidades existentes entre hombres y mujeres en el mundo del trabajo a través de un enfoque integrado que incorpore la perspectiva de género en las políticas de empleo. Complementariamente exploraremos la manera de reconocer de modo efectivo la contribución económica y social del trabajo no remunerado efectuado principalmente por las mujeres en el hogar. La ampliación de las oportunidades de empleo para todos, debe tener una atención especial para los grupos vulnerables, como los pueblos indígenas, las minorías y las personas con discapacidades, así como las desigualdades en el trabajo por razones de origen social, raza, género, edad o cualquier otro tipo de discriminación.

Nos comprometemos a promover políticas de Estado tendientes a la erradicación del trabajo infantil.

En un marco de desarrollo sostenible e inclusivo, identificamos una serie de rasgos característicos de un marco institucional adecuado para la generación de empleos en un ambiente favorable de negocios e inversión, como:

a) La seguridad jurídica, fundamental para atraer inversiones y generar empleos de calidad, para lo cual consideramos necesario un Estado eficaz para hacer cumplir la ley; instituciones judiciales independientes, imparciales y accesibles; acciones efectivas de combate a la corrupción y al crimen organizado; Instituciones eficaces que apliquen las leyes laborales y protecciones sociales; incremento en la transparencia de las políticas oficiales, todas ellas sin corrupción y coherentes con el buen gobierno, y eficiencia, accesibilidad (e-government) y conectividad. 

b) En el marco macroeconómico implementaremos políticas económicas racionales y administración fiscal prudente; procuraremos aumentar la competitividad y mejorar el entorno de la inversión; elevar la productividad de las empresas y reducir los costos de transacción que limitan la competitividad; promoveremos la inversión extranjera directa que genere impactos positivos en el mercado de trabajo; fomentaremos mercados de capitales eficaces y líquidos que ofrezcan acceso a las pequeñas y medianas empresas; impulsaremos políticas que estimulen el desarrollo de la ciencia y la tecnología; un sistema tributario equitativo que asegure los recursos necesarios para mantener la solvencia fiscal.

c) En el mercado laboral reafirmamos el respeto de los derechos fundamentales proclamados por la OIT; e implementaremos políticas y programas que ayuden a que los mercados laborales funcionen bien, lo cual a su vez reducirá la proporción del trabajo informal (no estructurado).

d) Otorgaremos especial atención a las áreas rurales y campesinas y desarrollaremos la infraestructura económica en ellas, especialmente en lo relativo a las vías de comunicación, a fin de lograr mercados locales más dinámicos y competitivos para que puedan responder a las exigencias de una economía globalizada y superar los problemas de financiamiento, de comercialización, así como el limitado acceso a la información sobre los mercados.

La colaboración con la sociedad civil e interlocutores relevantes del sector privado para actuar como socios en el debate y elaboración de estrategias tendientes a la creación de empleos. 

Más allá de los problemas internos de cada país, nuestros propósitos de integración, solidaridad y seguridad hemisféricas, reclaman no sólo la disminución de la desigualdad al interior de los países sino también entre los países. En consecuencia, la Cumbre de las Américas abre una oportunidad para llegar a consensos hemisféricos sobre los temas trascendentes tanto a nivel interno como del entorno internacional que permitirán que nuestros países se beneficien de la globalización.

La capacidad de los gobiernos democráticos para dar respuesta a los legítimos reclamos de generación de empleo por parte de la sociedad, se ven condicionados por las medidas proteccionistas que limitan el intercambio comercial, especialmente en el sector agrícola, el excesivo peso del endeudamiento externo, los insuficiencia de flujos de inversión externa y el actual diseño de la arquitectura financiera internacional y el papel de los organismos multilaterales de crédito.

Mantenemos nuestro compromiso con la Ronda de Doha para el Desarrollo de la OMC, a fin de lograr mayor acceso a los mercados para nuestras exportaciones, la eliminación de los subsidios a la exportación de productos agrícolas, en todas sus formas y una reducción sustancial de las medidas de ayuda interna a la producción agropecuaria –con vistas a su eliminación-.

Párrafo sobre la evaluación de progreso realizado en cuanto al libre comercio en el hemisferio e indicar la manera de seguir adelante, incluyendo el ALCA. 

Estas circunstancias operan, en muchos países, como fuertes limitaciones para el desarrollo de una política de inversión en infraestructura generadora de empleo y de mayor competitividad. 

Los esfuerzos nacionales para la creación de empleo decente se complementan con la solidaridad internacional, con la cooperación internacional para superar los obstáculos internos y externos.
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Con esta Declaración y el Plan de Acción anexo, los Jefes de Estado y de Gobierno del hemisferio reafirmamos la trascendencia fundamental del trabajo como actividad organizadora de la vida del hombre, como ámbito de interacción social, como medio para la participación en las realizaciones de la sociedad y para alcanzar una más plena dignidad.
ANEXO III

PANEL II: EXCLUSION SOCIAL Y GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA EN LA SUBREGION ANDINA

PRESENTACION BASE: JORGE NIETO MONTESINOS, CENTRO INTERNACIONAL PARA LA CULTURA DEMOCRATICA
PANEL II: EXCLUSION SOCIAL Y GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA EN LA SUBREGION ANDINA

PRESENTACION BASE: JORGE NIETO MONTESINOS, CENTRO INTERNACIONAL PARA LA CULTURA DEMOCRATICA
PRESENTACIÓN

Este documento procura explorar los problemas actuales de la gobernabilidad a la luz de las experiencias recientes de crisis de gobernabilidad en América Latina. Pone el énfasis en el contexto de progresiva erosión de la cohesión social y sus consecuencias para la estabilidad política de nuestras democracias. A partir de allí quiere proyectar escenarios alternativos que no excluyen posibilidades de crisis institucionales, privilegiando en el análisis las relaciones entre el poder ejecutivo y el poder legislativo, pero sin dejar de lado a otros actores con potencialidad para influir sobre la situación de gobernabilidad, especialmente aquellos que se derivan de la crisis social. El trabajo sintetiza una decena de crisis de gobernabilidad ocurridas en América Latina. 

DOS REDUCIONISMOS

El economicismo y las “certidumbres” ingenuas que caracterizaron a la reflexión latinoamericana de los años 60s y 70s sobre la revolución o la reforma, fueron sustituidos en los 80s por un estilo de análisis también reduccionista sobre la democracia, sesgado hacia un politicismo e instititucionalismo igualmente reduccionistas, que dejan de lado lo mejor de la reflexión anterior, cual era el encuadramiento histórico del tema del desarrollo y el subdesarrollo y las condiciones distintas en que el capitalismo se gesta y expande en los países centrales y periféricos.

Hay circunstancias objetivas que explican esa distorsión. La debilidad de las tradiciones democráticas en la región, la pobreza del pensamiento latinoamericano sobre la democracia, la derrota de las opciones revolucionarias y reformistas en el continente, la instauración de crueles regímenes dictatoriales y la necesidad de salir de ellos, condicionaron una reflexión sobre la democracia desde la derrota, que echó mano de visiones anglosajonas sesgadas hacia lo institucional y cultural, para construir un planteamiento y una estrategia capaz de aglutinar a sectores amplios de la sociedad y recibir la aceptación de los poderes internacionales claves respecto de la instauración de democracias representativas cuyo contenido se agote en los procedimientos para organizar la estructuración del poder. 

El resultado ha sido una visión que convierte a la democracia, de sistema político con determinado encuadre histórico, en necesidad moral autoreferida. Ese enfoque ha presidido hasta ahora la reflexión latinoamericana sobre la transición y, al ensamblarse con la concepción económica del Consenso de Washington, ha propagado un arriesgado ilusionismo sobre la inserción automática en el primer mundo, con base en economías de mercado libre autorregulado e instituciones políticas liberales.

El largo proceso europeo en el que la construcción de estados nacionales fuertes con pleno control de los factores internos y del entorno exterior, la creación de leyes y redes de protección social y la gestación de una comunidad nacional ciudadana, precedieron a la instauración del sufragio libre y universal ocurrido en los años 20s del siglo anterior es ignorado  en los análisis habituales sobre la transición democrática en América Latina y por los propagandistas del sueño de habitar rápidamente el primer mundo.

Al contrario de Europa el ciclo democrático latinoamericano de fines del siglo XX comienza por el voto libre  y universal, pero en condiciones de estados nacionales debilitados por la globalización, crecimiento de la pobreza y grandes dificultades para avanzar en la equidad social indispensable para construir un régimen de ciudadanos. Ese cuadro de democracias que concentran el ingreso y están distantes de las demandas concretas de la sociedad en empleo, salarios, seguridad, educación y salud, es el telón de fondo de una gobernabilidad siempre precaria. Pero antes de entrar al tema quizás convenga hacer algunas precisiones para entendernos mejor.

EL USO DE LA GOBERNABILIDAD

Generalmente, usamos el concepto de gobernabilidad –más bien la palabra- para aludir a situaciones o nombrar procesos completamente distintos. No voy a referirme a la discusión terminológica que han tratado de introducir especialmente los españoles, un poco vacua: gobernanza, gobernación, gobernabilidad-, pero si a los usos del término en nuestra discusión. 

Como sabemos, el concepto mismo de gobernabilidad ha tenido una transformación en el sentido en que se la usa. Ocurre con el concepto de gobernabilidad lo mismo que, por ejemplo, ocurre en el Perú con la palabra, “cholo”. Hace 100 años era claramente un insulto, refrendando su origen colonial. Hace 50 no estaba claro si lo era o no. Hoy es un síntoma de orgullo y de afirmación de identidad. La transformación de la palabra, a pesar de ser la misma palabra, es la transformación del contexto que le da sentido. Lo mismo ocurre con la palabra gobernabilidad, ha ido cambiando paulatinamente su significado a lo largo del uso, desmintiendo o alejándose, cuando menos, de sus orígenes intensamente conservadores y aun autoritarios.

Con la palabra gobernabilidad hemos nombrado varios procesos o realidades. Uno, los problemas del estado para resolver sobrecargas que le producen las demandas de una sociedad que vive una revolución de expectativas y que las tornan imposibles de cumplir. Es su versión inicial. Otro, problemas de eficacias en la acción del gobierno y en ejecución de las políticas públicas. Aquí restringimos el concepto y lo acotamos a un aspecto puntual. Uno tercero, la dificultad para gobernar sistemas sociales complejos, definición que incluye  algunos aspectos de las anteriores pero en un nivel de abstracción sistémico. También, en cuarto lugar, se nombra con la palabra gobernabilidad la definición de un nuevo estilo de gobierno y de relación con la sociedad. Otra acepción de gobernabilidad se refiere a la construcción de consensos entre los diversos actores políticos y sociales relevantes de una sociedad dada. Es importante que tengamos en cuenta que estamos nombrando cuando debatimos sobre los problemas de gobernabilidad. 

En cualquier caso el tema de gobernabilidad alude al proceso de construcción de un orden político legítimo y eficaz. En cualquier acepción del concepto una constante es la necesidad de construcción de un orden político que tenga legitimidad, ya veremos después que esa legitimidad se deriva tanto de su origen –si queremos una gobernabilidad democrática, lo que en si mismo abre un conjunto de problemas específicos-, como de los resultados de una gestión de gobierno. En cualquier caso, el concepto de gobernabilidad alude siempre a una relación. La gobernabilidad –democrática o no- no es algo dado: es una relación de gobierno entre el Estado y la sociedad y sus distintos componentes, una relación que permite la formación de coaliciones de poderes legales y fácticos con viabilidad política. 

LAS ESTRATEGIAS DE GOBERNABILIDAD
Desde que en 1975 la Comisión Trilateral introdujo el tema de la gobernabilidad en la discusión y en el debate político mundial ha habido por lo menos dos grandes estrategias y, por lo tanto, dos grandes diagnósticos sobre la gobernabilidad en nuestros países. Una primera estrategia ha sido la de reducción de las demandas de la sociedad. En realidad fue la formulación inicial planteada por Samuel P. Huntington y sus compañeros de la Comisión Trilateral. Esta estrategia deriva de un diagnóstico, la gobernabilidad debía ser resultado de la reducción de la sobrecarga de demandas al gobierno. Esta sobrecarga se originaba en dos razones. De un lado, porque en un incremento de las expectativas, de otro, porque el Estado había asumido más funciones de las que podía asumir. En éste diagnóstico el PIB de nuestras sociedades crecía mucho más lentamente que los costos de los programas públicos y las demandas sociales. Esta situación afectaba tanto la eficacia del gobierno como su legitimidad. Así, una estrategia de gobernabilidad debía apuntar a cuatro aspectos. Primero, reducir la actividad del estado en favor de mercado, en la medida en que el estado debía deshacerse de funciones para las cuales no estaba capacitado. 

En segundo lugar había que producir una reducción de las expectativas de la sociedad en las capacidades del estado para resolver sus problemas. En algunas versiones algo más sofisticadas a  eso se le llamó construcción de responsabilidades sociales en la gente. Al mismo tiempo, ese proceso de  reducción de las expectativas de la sociedad en lo que el estado, y por extensión la política, le podía dar inició una paulatina largo toma de distancia de la política como actividad. En tercer lugar, como parte de esa estrategia y de ese diagnóstico, había el esfuerzo por incrementar los recursos del estado y, finalmente, por simplificar y reorganizar el estado, desde esta perspectiva de reducción de su rol y su importancia. 

Este diagnóstico alimentó los proyectos de modernización económica que se dieron en la región en los últimos 20 año. Por eso en su formulación inicial  esos proyectos fueron intensamente antiestatales. Por ello no es casual que hoy día estemos preocupados por la destrucción y el derrumbamiento del estado. Como consecuencia, también fueron proyectos altamente antipolíticos, en la medida en que buena parte de ellos fueron impulsados desde gobiernos autoritarios. En esa mirada  la política no fue una actividad necesaria para la vida publica y social, más bien fue un estorbo había que hacer a un lado para permitir el despliegue de los talentos tecnocráticos. Esta fue la primera gran entrada al problema de la gobernabilidad, su primera formulación, una formulación ciertamente conservadora. 

Luego apareció otra gran corriente de diagnóstico y de estrategia de gobernabilidad. Esta se fijaba en el otro lado de la ecuación, en el estado. La construcción de la gobernabilidad consistía en aumentar las capacidades de gobierno y del estado para poder responder las demandas sociales culturalmente recortadas. Esto se expresó en tres modalidades distintas. La primera, una variante de esta formulación, ponía como solución la planificación tecnocrática centralizada, el impulso a procesos de racionalización y modernización del estado, en el sentido de hacerlo más eficiente, mejorar sus sistemas internos, elevar la calidad de la burocracia portadora del secreto del estado.

Una segunda versión de esta gran estrategia de elevación de las capacidades de gobierno político fue la de la ingeniería constitucional e institucional. Aquí los objetivos eran dos. Uno la racionalización de las decisiones de poder ejecutivo, toda la elaboración que hay alrededor de como hacemos que mediante reformas institucionales al interior del poder ejecutivo se fortalezca su capacidad decisional, evitando que sus decisiones no sean arbitrarias, sin un proceso de selección de opciones, con amplia información. El otro objetivo fue construir y desarrollar mecanismos constitucionales e incentivos institucionales para consolidar mayorías parlamentarias estables. Las reformas sobre los sistemas electorales, sistemas de partido, formas de votación, formas de selección de representantes, conformación de coaliciones parlamentarias, se orientaron hacia ello. 

Una tercera variante de esta gran estrategia de elevación de las capacidades del gobierno fue la versión latinoamericana de la estrategia neocorporativa. De allí la insistencia las metodologías y transformaciones culturales para la construcción de pactos y la organización de intereses. Se quería transitar de un pluralismo caótico a un pluralismo organizado. Por ello se multiplicaron en la región las mesas de acuerdo, de concertación, la búsqueda de consensos, la elaboración de espacios que permitieran la composición de intereses.

LA GOBERNABILIDAD COMO CONSTRUCCIÓN POLITICA

Estas han sido las dos grandes estrategias y diagnósticos sobre la gobernabilidad en la región. Ambas, al parecer, eluden o aligeran de diversa forma lo que es fundamental de los procesos de construcción de gobernabilidad, es decir, que la construcción de la gobernabilidad es un asunto básicamente político, que esta es su naturaleza distintiva. Por eso quisiera proponerles para nuestra discusión, y en todo caso hacer explicito lo que subyace a esta intervención, otro concepto de gobernabilidad. Un concepto de gobernabilidad en el cual su tema distintivo sea la construcción de un equilibrio dinámico entre poderes legalmente elegidos y poderes fácticos para la construcción de políticas pública y para la elaboración de los actos de gobierno. Esto es, la gobernabilidad no como la reducción de las expectativas sociales, ni como la elevación o la construcción de las capacidades estatales –aunque todos esos aspectos tengan que ver con la construcción de la gobernabilidad- sino como parte del proceso político de confrontación de proyectos de dirección política en la sociedad y, por tanto, con la característica particular de constituirse en un espacio de composición de coaliciones de gobierno, de política y de dirección para el estado. 

Desde esta perspectiva, cuando hablamos de gobernabilidad, estamos hablando de poner en juego proyectos de dirección política e ideológica para el estado y para la sociedad. No se trata de un problema eminente o prioritariamente técnico, aunque haya una dimensión técnica de problema como se puede ver en el análisis de las crisis de gobernabilidad en la región, sino de un problema de dirección política y cultural para el estado y para la sociedad. Por tanto, en esta acepción la construcción de la gobernabilidad, es un proceso de naturaleza eminentemente política que alude a la viabilidad de propuestas y de proyectos. Y a la relación de esta viabilidad política con la calidad de las tensiones y conflictos en los cuales se pretende construir. Por tanto, la gobernabilidad se derivará de las capacidades  de este o aquel proyecto para abatir tensiones y conflictos y resolverlos o encausarlos institucionalmente.  La gobernabilidad así entendida nos habla de las relaciones de poder en una sociedad dada, es decir, de la capacidad o incapacidad de un proyecto de dirección política y cultural para construir confianza en la sociedad.

Finalmente, en este concepto de gobernabilidad ella aparece como la capacidad de los gobernantes, de los líderes y de los gobiernos para transformar intereses particulares en intereses generales. Si uno revisa las crisis de gobernabilidad en la región y hemos tenidos doce crisis constitucionales de gobernabilidad, el 50% de las cuales ha ocurrido en la región andina, uno encuentra básicamente cuatro momentos a través de los cuales ocurren esas crisis de gobernabilidad. 

Un primer momento en donde la crisis de gobernabilidad empieza a desplegarse como una crisis de confianza y el rasgo distintivo de este momento es la sospecha en la sociedad de que el gobierno, muchas veces recién  elegido, no tiene un objetivo estratégico, es decir, que hay una ausencia de rumbo. A través de un conocimiento sintomático la sociedad comienza a tomar del problema. Un segundo momento en el despliegue de las crisis de gobernabilidad ocurre cuando esa ausencia de rumbo produce un primer bloqueo de la agenda política del gobierno. Éste tiene dificultad para colocar sus temas en la agenda pública y hacerlos viables en el marco de los sistemas constitucionales.

Un tercer momento de las crisis de gobernabilidad se expresa como crisis de dirección política. Su síntoma clave es la pérdida absoluta de iniciativa por parte de la gestión gubernamental. Esta iniciativa empieza a repartirse alternativamente entre un conjunto de actores, a veces partidarios, a veces no partidarios; a veces legales, a veces fácticos; pero ya no es el ejecutivo quien coloca los temas de la agenda pública. El gobierno se encuentra reaccionando a otras agendas colocadas por otros actores. Finalmente, el despliegue final de la crisis de gobernabilidad ocurre cuando esta aparece como una crisis de estado. En este momento el gobierno se transforma en un actor más, ya no es el actor central de la política nacional. 

¿Cuál es el meollo para comprender cada uno de estos momentos de las crisis de gobernabilidad? La valoración del tiempo político, esta dimensión, al mismo tiempo simple y complejo, es la especialidad de esa especie tan vapuleada en los últimos años que es el animal político. La especialidad del político es precisamente esa, la valoración del conjunto de conflictos y contradicciones que se anudan en una temporalidad singular, única e irrepetible, y la búsqueda de las opciones a situaciones aparentemente sin salida. En la medida en que debilitemos a ese estamento específico de la sociedad que tiene funciones muy precisas que cumplir, en esa misma medida nuestras sociedades quedan mermadas para producir esa valoración del tiempo político sin la cual la gobernabilidad no es posible. 

De las lecciones  recogidas de las crisis de gobernabilidad en la región uno puede rescatar un elemento siempre presente. Las múltiples combinaciones entre los poderes fácticos y los poderes legales encuentran un acicate para su crisis en un contexto general de ausencia de confianza en la sociedad, en los gobiernos, en la política, en las instituciones, que se deriva de una situación de extrema desigualdad y de altos niveles de pobreza. Esta distancia desconfiada de la sociedad de las instituciones públicas es la que  hace que las crisis de gobernabilidad en América Latina y en el área andina aparezcan sucesos absolutamente repentinos. No es que no se puedan predecir o que no pueda ver observatorios de alerta temprana que permitan anticipar donde van a ocurrir y cual es su curso probable, pero por lo general las crisis han ocurrido como erupciones que cuando estallan entran en una dinámica inercial difícil de detener. Piensen ustedes en cualquiera de las crisis de nuestros países y constataran que esta característica ha sido permanente.

A las dificultades inherentes un concepto elusivo y difícil como el de gobernabilidad en la región le hemos añadido una: queremos gobernabilidad democrática. Y esto que se dice muy fácil introduce una complejidad adicional porque gobernabilidad y democracia responde a lógicas distintas. La democracia responde a la lógica de una persona, un voto; la gobernabilidad, en cambio, responde a la lógica de los poderes efectivos. Frente a la democracia tengo un voto que vale tanto como el voto del señor que es dueño de una televisora, o jefe de un sindicato, o propietario de una red financiera, o jefe de un cártel del crimen organizado. Pero desde el punto de vista de la gobernabilidad ninguno de esos personajes tiene un poder equivalente. Cada uno de estos cuenta con un poder fáctico que tiene capacidad de influir en el proceso del poder. Así, son dos lógicas, la lógica de la democracia y la lógica de la gobernabilidad. 

Por esto la gobernabilidad democrática no es en si misma problemática. No es un a priori sino una construcción. Ello hace que en la historia reciente de la región hayamos tenido países que  han tenido una alta gobernabilidad y poca democracia, o países que han tenido una alta democracia y poca gobernabilidad. Si uno hiciera un cuadro de doble entrada como los que nos enseñaban en la universidad, uno vería cuatro casilleros: países con alta gobernabilidad, baja democracia; países con baja gobernabilidad y baja democracia; países con baja gobernabilidad y con alta democracia; pero el casillero vacío sería el de países que tuvieran al mismo tiempo alta gobernabilidad y alta democracia. Es decir, aquello que tenemos la expectativa de construir: países con gobernabilidad democrática.

LOS ESCENARIOS DE LA GOBERNABILIDAD
Construir la gobernabilidad democrática es construir esa coalición capaz de realizar el objetivo central de construir sociedades con cohesión social. Ello conlleva, como podrán suponer, reformas de muy profundo calado, en la política, en el estado, en el mercado y en la propia sociedad. Desde esta perspectiva podemos dibujar en la región tres escenarios posibles en relación al tema de la gobernabilidad democrática, de la gobernabilidad con cohesión social. Un primer escenario, es el de la gobernabilidad precaria. En este escenario, la gobernabilidad es un problema irresuelto. Cada día las sociedades amanecen con la sospecha de que el gobierno puede caerse. La precariedad gubernamental es un dato permanentemente. Es un escenario en el cual no hay un gobierno que proponga, ni mayores cambios ni grandes iniciativas, las tensiones entre los grupos de poder se prolongan y contaminan todas las esferas de estado y de la sociedad civil, una situación. En este escenario no hay una renuncia explícita a la cohesión social, pero tampoco se aplican políticas en contra de la desigualdad. Las políticas sociales para combatir la pobreza dan resultados magros. La dinámica  en esta situación, en este escenario de gobernabilidad precaria lo que tenemos es un progresivo deterioro de la vida publica y una creciente insuficiencia de las estrategias propuestas para resolver los problemas. El tedio, el pesimismo, la huida, se instalan y casi sin percibirlo se produce una paulatina degradación de la vida pública y de la vida social, que lse vive sensación íntima de insatisfacción, de pesimismo, de ausencia salida. 

Un segundo escenario es el de una gobernabilidad autoritaria. Una situación en la cual la gobernabilidad se convierte en una meta en sí misma, en donde el afán fundamental en la construcción de la gobernabilidad es la estabilidad y el orden, y la legitimidad de los gobiernos se pretende derivar de ese valor. El éxito de este escenario de gobernabilidad autoritaria es la capacidad de articular una alianza de poderes fácticos, internos y externos, para incrementar un tipo de crecimientos sin empleo, sin seguridad y sin beneficio para sectores mayoritarios o amplios de la sociedad. Iimplica un acuerdo político no democrático que racionalice la acumulación y la distribución de excedente y que encuentra sus raíces en un fondo autoritario muy anclado en las tradiciones culturales de nuestras sociedades. Esta salida de gobernabilidad autoritaria se plantea el problema de la cohesión social de otra manera. Se lo plantea dividiendo a las sociedades en áreas: áreas de integrados, áreas intermedias de entrada y salida, y áreas de exclusión, que son atendidas con políticas que tratan de mantener y de paliar una situación que haga que esa pobreza políticamente inofensiva, más o menos controlada, en un contexto de dirección política autoritaria de la sociedad.

Un tercer escenario para la gobernabilidad en la región es específicamente el escenario de la gobernabilidad democrática. En este, el tema de la cohesión social es una meta compartida, es un propósito central de las políticas del estado, la cohesión social es asumida como responsabilidad nacional y su construcción se convierte en un proceso de negociaciones sustantivas de metas, plazos y monitoreo de los acuerdos logrados. Un proceso así no puede ser el arreglo ficticio de consensos gaseosos, con listas de 30 o 40 acuerdos redactados precisamente para decir todo y nada. Para la construcción de este escenario de gobernabilidad democrática, bastan dos o tres acuerdos sustantivos, derivados de una real composición de intereses, que se conviertan en parte de políticas de gobierno. 

La política de generación de consensos de gobierno termina desprestigiándose  si la creación de consensos no llevan a la ejecución de políticas públicas. Este escenario de construcción de la gobernabilidad democrática supone una sesión parcial de intereses y una composición de aquello que se llamaba el interés nacional. Supone, explicitémoslo con claridad, un mayor peso del estado erosionado en las últimas dos décadas, una mayor importancia de la política y un despliegue mas vital de lo social y de lo público. Sin estas condiciones no es posible construir una salida de gobernabilidad democrática. Lograr este tercer escenario se sostiene solo en la formación de coaliciones políticas limitadas pero suficientes para lograr una agenda de gobierno viable. 

TEMAS DE LA RECONSTRUCCIÓN DE LA GOBERNABILIDAD

Así como ha habido en América Latina 12 crisis constitucionales de gobernabilidad, también estamos viendo procesos de reconstitución de la legitimidad y de la gobernabilidad en la región.  De estos procesos surgen algunos temas claves que permiten o facilitan esa reconstrucción de la gobernabilidad democrática. Enunciemos algunos. Uno, la idea de que la estabilidad macroeconómica no es un fin en si mismo sino solo un medio. Ligado a lo anterior, también el crecimiento económico es también un medio, lo que revela como problemático un crecimiento económico que no esté asociado a la creación de empleos. En tercer lugar el hecho de que la agenda social no se reduce a la lucha contra la pobreza, sino que incluye nuevamente como tema de la agenda pública la redistribución del ingreso, el combate a la desigualdad y la difusión de oportunidades. Por ello se comienza a convertir en un problema la muy alta concentración económica en una nueva comprensión de la cuestión social en la región.

En cuarto lugar, la asociación de la temas de seguridad, tan importantes después del 11 de setiembre, con el desarrollo. La elaboración de una mirada más compleja de los asuntos de la seguridad, evitando reducirla a un asunto solo policial, y haciéndola parte muy importante de la elaboración compartida de la agenda internacional. En quinto lugar, aparece  como una de las claves de la reconstrucción y renovación de lo público la dimensión ética e institucional de combate a la corrupción, así como la formación de una nueva ética republicana fundada en los derechos humanos y en la austeridad, que liquiden la cultura del privilegio.

En sexto lugar, aparece una alta valoración de los procesos de integración regional y subregional, y de su capacidad para intervenir en el proceso cotidiano y mundial de distribución del poder. A diferencia de la formulación que es sentido común en las agencias del sistema de las  NN. UU.,  según el cual debíamos pensar globalmente y actuar localmente, lo que está apareciendo en la región es el esfuerzo por pensar localmente, es decir, pensar en las realidades que tenemos alrededor y en el contexto de nuestras instituciones -desigualdad, pobreza, segregación, exclusión, marginación, racismo-,  y al mismo tiempo el desarrollo de las capacidades de nuestros gobiernos y de nuestras sociedades para actuar globalmente. Se sabe que muchos de los problemas que nos afectan no tienen solución en el marco de los estados nacionales y, por ello, los gobiernos que están teniendo cierta capacidad y cierto éxito para poder resolver los temas de la gobernabilidad democrática lo están asociando a su capacidad de incidir en la redistribución mundial del poder.

En sétimo lugar, el retorno a estrategias industrializadoras y de construcción de mercado interno, sin abandonar los esfuerzos exportadores y la conquista de bolsones en el mercado mundial. En octavo lugar, el reconocimiento de que nuestros países necesitan un nuevo tipo de inserción en la globalidad.  De esto se deriva la conciencia de que siendo la inversión imprescindible para el desarrollo, no toda inversión es buena. Hay un tipo de inversiones que no nos interesan y hay un tipo de inversiones que si. Fortalecer unas y desincentivar otras es parte de esta nueva agenda pública. De allí que los problemas de la deuda externa vuelven a ser, en otro contexto y no para todos los países, parte de la agenda pública. 

De todo esto se deriva la discusión de un nuevo concepto de competitividad. Un concepto de competitividad diferente, que no este fundado en el abaratamiento sistemático y paulatino de la fuerza de trabajo, sino un concepto de competitividad fundado en el despliegue de las capacidades creativas de la persona humana. Lo cual nos coloca frente a los temas educativos, de innovación tecnológica, de protección de las personas desde la infancia. 

LA MODERNIZACIÓN SOLIDARIA
¿Significa todo lo anterior que debemos cancelar el proceso de modernización intentado en los últimos años? La respuesta es no. Pero si significa que debemos intentar otra vía hacia la modernización porque lo que si cancelada es la vía tecnocratica a la modernización. Esa vía según la cual un grupo de expertos tecnócratas decían a las sociedades que es lo que había que hacer, desde un escritorio lejano a nuestros países, a sus sociedades, omitiendo toda consideración sobre la viabilidad política de las reformas propuestas.  Necesitamos intentar otra ruta a la modernización, una ruta política, democrática,  una ruta que conduzca a una modernidad no excluyente, para tomar una vieja palabra de los clásicos de la sociología, una modernidad solidaria. 

Desde el punto de vista de la gobernabilidad democrática, así como  en el siglo XIX se decía que gobernar era poblar, especialmente en territorios vacíos, hoy, especialmente en países como los del área andina, gobernar es construir sociedad. Por eso la gobernabilidad democrática y la cohesión social están íntimamente ligadas, como las dos caras de una misma moneda.

ANEXO IV
PANEL III: EMPLEO, COMPETITIVIDAD E INCLUSION SOCIAL: FORTALECIENDO LA GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA

PRESENTACION DE BASE: FRANCISCO VERDERA, ESPECIALISTA EN POLITICAS DE EMPLEO, OFICINA SUBREGIONAL DE LA OIT PARA LOS PAÍSES ANDINOS
PANEL III: EMPLEO, COMPETITIVIDAD E INCLUSION SOCIAL: FORTALECIENDO LA GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA

PRESENTACION DE BASE: FRANCISCO VERDERA, ESPECIALISTA EN POLITICAS DE EMPLEO, OFICINA SUBREGIONAL DE LA OIT PARA LOS PAÍSES ANDINOS
Resumen

Por su gravedad el problema del empleo en los países andinos es una de las fuentes principales de inestabilidad social, lo que afecta a su vez a la gobernabilidad democrática en la subregión. Las elevadas tasas de desempleo e informalidad se originan en la forma en que las economías andinas se han insertado en la economía mundial, como exportadoras de materias primas no renovables. El patrón de crecimiento resultante no ha permitido la absorción productiva de la creciente oferta de trabajo, lo que sumado a   factores estructurales y a los efectos de las crisis económicas recientes, han aumentado la desigualdad y la pobreza, y con ello, llevado a una mayor exclusión social. 

Se requiere una estrategia de desarrollo que modifique la estructura productiva, mejore las condiciones de participación en la globalización y permita la generación de empleos, de manera que la mayoría de la población se beneficie del crecimiento. La integración subregional andina deberá promover esa mejor inserción, la expansión de los mercados internos y la promoción del trabajo decente, con ingresos aceptables y una adecuada protección social, para hacer posible superar la pobreza de manera sostenible y lograr una mayor inclusión social.
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1. Introducción

Aunque la subregión andina ha mostrado una recuperación parcial de su ritmo de crecimiento económico en los últimos años, no ha logrado reducir sus relativamente elevadas tasas de desempleo ni ha podido abatir la enorme desigualdad ni la pobreza (Panorama Laboral 2004, CEPAL 2004). América Latina, en particular, varios de los países andinos, presentan los mayores índices de desigualdad en la distribución de ingresos en el mundo.
 Esta aguda y cada vez mayor desigualdad va asociada a una creciente pobreza de amplios sectores de la población urbana y a su agravamiento en las áreas rurales. Tomando en cuenta el bajo nivel de ingreso familiar por habitante, los elevados índices de desigualdad en la distribución del ingreso, el reducido número de años de escolaridad promedio y los bajos niveles de stock de capital, un reciente Informe de CEPAL concluye que las perspectivas de la mayoría los países andinos son a empobrecerse aún más.
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Este difícil panorama laboral y social dificulta una inserción favorable en el proceso de globalización y crea condiciones en las que cualquier cambio brusco externo o interno pone en serio riesgo la estabilidad social de los países y, con ello, su gobernabilidad democrática.
 Sin menoscabar la importancia de factores históricos, sociales, culturales y políticos, la responsabilidad de esta situación recae en la estrategia de desarrollo o modelo de crecimiento seguido en la Subregión. El crecimiento del PBI ha sido modesto e inestable y cuando se acelera se concentra en los sectores extractivos, que son intensivos en la explotación de recursos naturales no renovables y en tecnologías intensivas en capital, de modo que el crecimiento no es capaz de absorber de manera productiva a la creciente oferta de trabajo. Esta estrategia olvida que el desarrollo económico debe contribuir a la expansión del mercado interno y al bienestar de los países. La mayor competitividad de los países se logra con un crecimiento sostenido que aumente a la vez el bienestar de la mayoría de la población (Reinert 1995: p. 24).

Como señalan diversos estudios efectuados por la OIT, para que la estrategia o modelo de crecimiento vía aumento de las exportaciones sea capaz de reducir el desempleo, la desigualdad y la pobreza, debe procurarse promover la inversión en exportaciones de manufacturas que sean intensivas en el uso de la fuerza laboral no calificada. De esta manera también se promoverá la demanda de empleo no calificado, aumentando la calificación, productividad e ingresos, de manera que se reduzcan la pobreza y se promueva el desarrollo del mercado interno.  Ello no implica que no deba promoverse el uso de todos los recursos, especialmente de los recursos naturales renovables. También es necesario, a la luz de las experiencias exitosas, que se efectúen políticas de protección a la actividad productiva. (OIT, Comercio, Inversión extranjera y empleo productivo en los países en desarrollo, Documento para la discusión, Consejo de Administración, noviembre 2004). 

Dado el crecimiento poblacional, la exigencia sobre las economías para absorber la creciente oferta de trabajo con ingresos y un grado de protección social aceptables es cada vez mayor. Precisamente, el argumento central de esta ponencia es que no es posible lograr la inclusión social de los sectores de la población actualmente excluidos,  si no es promoviendo una estrategia de desarrollo económico que permita aumentar la competitividad a fin de superar la pobreza y desigualdad. En el campo del empleo, se podrían reducir la pobreza y la exclusión con la promoción e incremento del trabajo decente, esto es, aquel que implica ejercicio de derechos laborales, ingresos aceptables, protección social suficiente y capacidad de representación y mecanismos de diálogo entre trabajadores y empleadores (Memorias del Director General de la OIT de 1999 y 2001).  A su vez, la mejora sostenida de la calidad de los empleos debe hacerse sobre la base del aumento de las calificaciones, la  productividad y con ello de la competitividad. (Martínez y Vega 2001).

Entre los antecedentes en el tratamiento de la relación entre competitividad y empleo en la Subregión Andina podemos señalar los informes de OIT a fines de la década de 1990 e inicios de la actual década para Bolivia, Colombia y Ecuador, el Programa de Competitividad Andina de la Corporación Andina de Fomento y, más recientemente, el informe preparado por la OIT para la Conferencia Regional Andina de Empleo (CRAE).
 

Uno de los principales resultados de la CRAE fue la Declaración Andina sobre Políticas Integrales para el Desarrollo, el Trabajo y la Competitividad. En ella el Consejo Asesor de Ministros de Trabajo de la Comunidad Andina  (CAN) resaltó que frente a la gravedad de los problemas de desempleo, informalidad, empleo precario, baja productividad y pobreza, se debe colocar al trabajo digno y de calidad como objetivo prioritario de las estrategias nacionales de desarrollo, como un medio efectivo para la superación de la pobreza. 

El avance en desarrollar propuestas que vinculan una estrategia de desarrollo sobre la base de la competitividad y bienestar, con la superación de la pobreza, la desigualdad y el desempleo, debería materializarse en el plano subregional andino en una normativa comunitaria que promueva activamente el fomento del empleo digno. Ello servirá de base para afirmar el progreso social, el cumplimiento de reglas, el respeto a instituciones y procedimientos y la estabilidad que permitirá promover el crecimiento continuo, en síntesis, que contribuirá a afirmar la gobernabilidad democrática. 

Esta ponencia busca relacionar la evolución reciente en materia de empleo,  competitividad y exclusión social en los países andinos. La situación alcanzada en estos tres aspectos es el resultado de tendencias estructurales que caracterizan a los países andinos, las que se han visto agudizadas por la manera en que la Subregión se ha insertado en el proceso de globalización. En la última sección se presentarán las bases para esbozar una estrategia comunitaria alternativa, que podría posibilitar la formulación de una propuesta de cambio de estas tendencias a fin de lograr una mejor inserción en el mercado mundial.

2. Empleo 

2.1 Evolución del PBI y la inversión

Al comparar las tendencias de evolución reciente del PBI y de las tasas de desempleo de los países andinos se pone en evidencia la dificultad que enfrenta la recuperación reciente del crecimiento del PBI para lograr un descenso significativo del desempleo (Panorama Laboral 2004: v). Mientras que la tendencia de evolución de la tasa de variación media anual del  PBI es ascendente desde 2000 (Gráfico 1)
, las tasas de desempleo suben, salvo  para Colombia a partir de 2001, país en el que sin embargo el nivel de la tasa de desempleo total se mantiene elevado (Gráfico 2).

La dificultad para que las tasas de desempleo se reduzcan se origina, de una parte, en el continuo aumento de la oferta de trabajo, tanto por el crecimiento de la población en edad de trabajar (Cuadro 3, más adelante) como por el incremento de la tasa de actividad de las mujeres y, de otra, de la insuficiente absorción productiva de esta mayor oferta. La falta de absorción estructural de empleo se acentúa de manera coyuntural en los ciclos de recesión, como por ejemplo, en 1999, cuando desciende la tasa de ocupación. La falta de absorción se debe tanto a que el nivel del crecimiento del PBI es insuficiente como a la inestabilidad del mismo, y dado el importante crecimiento de la PEA, se expresa en el aumento por lo general simultáneo del desempleo y la informalidad.
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La inestabilidad en la evolución del PBI atenta contra una de las condiciones básicas que requiere la inversión privada productiva: una perspectiva de crecimiento moderadamente alto y continuo. El coeficiente de inversión total, definido como el porcentaje de la formación bruta de capital fijo sobre el  PBI, presenta no sólo un bajo nivel, sino también una tendencia a caer desde 1998-1999 (Cuadro 2).
  En 2001-2002 el coeficiente de todos los países andinos estuvo por debajo del promedio de América Latina. Sólo se observa una recuperación en el caso de Ecuador en 2002, pero a niveles del coeficiente por debajo de 18%.
 Estas cifras indican que las perspectivas de crecimiento económico impulsado por la inversión – la principal fuente de generación directa de empleo- serán poco alentadoras.

Cuadro 2

Países Andinos: Coeficientes de Formación Bruta de Capital Fijo, 

1990-2002  a/

(Porcentajes del PIB a precios constantes)

	 
	1990
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Bolivia
	13.3
	24.7
	20.9
	18.6
	14.7
	15.9

	Colombia 
	16.7
	19.1
	12.2
	13.4
	14.4
	15.2

	Ecuador 
	17.5
	17.3
	13.3
	14.8
	15.7
	17.8

	Peru 
	16.9
	24.4
	21.5
	19.9
	18.3
	17.2

	Venezuela
	14.3
	17.4
	15.4
	15.0
	16.5
	14.1

	Total en LAC
	18.7
	21.2
	19.7
	19.8
	19.3
	18.2


Fuente: CEPAL, Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe, 2003, p. 65.


a/  Sobre la base de cifras en dólares a precios de 1995.


Pero no se trata sólo de que la inversión ha sido insuficiente, sino que la composición del crecimiento del PBI y del destino de la inversión se ha concentrado en ramas de actividad que no son intensivas en el uso de mano de obra.
 Las actuales políticas sectoriales de fomento incentivan especialmente la extracción de recursos naturales no renovables para la exportación, explotación que no beneficia de manera suficiente a la mayoría de la población de los países. 

El resultado es un importante dinamismo exportador, que no obstante continúa siendo de recursos naturales en más de dos tercios de las exportaciones totales. La exportación de petróleo representó el 46.4% de las exportaciones de los países andinos en 2002, el mismo nivel que tenía en 1980. Desde ese año, disminuyen fuertemente las exportaciones de café y ascienden las del oro y el plátano (CEPAL 2003).

De otra parte, se ha generado una enorme heterogeneidad de la estructura productiva y del empleo lo que ha llevado a que en el caso de Perú, por citar un caso, la productividad por trabajador promedio de la Minería sea 33 veces la de la agricultura. Mayor es aún la disparidad en Ecuador. La heterogeneidad ha aumentado en ambos países (Ver gráficos más adelante). 

Una de las consecuencias de la heterogeneidad productiva y la gran concentración del ingreso, resultado del tipo o composición del crecimiento, es la falta de desarrollo de un mercado interno que abarque el conjunto de los territorios nacionales y que se exprese en un mercado de trabajo asalariado nacional.

2.2 Mercado de trabajo

La tasa de desempleo abierto urbano de los países andinos ha mantenido su tendencia ascendente desde 1998-1999, con ligeros descensos en los casos de los dos países con mayores tasas: Venezuela y Colombia.
 En estos dos países, de mayor desarrollo relativo, la tasa de desempleo se elevó en mayor medida que en el caso de los restantes países, a raíz de la última crisis. No se encuentran niveles sostenidos de tasas tan altas en los otros tres países de la subregión, pudiendo aventurarse la hipótesis de que se ha producido un cambio estructural en el mercado de trabajo urbano.

La evolución de la tasa de desempleo se puede descomponer en un aumento del desempleo urbano cíclico, originado por la caída en la tasa de ocupación, y en el aumento del desempleo estructural, proveniente del crecimiento de la oferta de trabajo, la reducción del empleo por efecto de las reformas estructurales, la vigencia del patrón primario exportador y el ajuste recesivo en la política económica.
 Desde el lado de la oferta de trabajo, la tasa de participación laboral urbana se incrementa en cuatro de los cinco países desde 1997, básicamente por aumento de la población en edad de trabajar (PET) y el mayor ingreso de mujeres al mercado de trabajo. La excepción ha sido  Ecuador, país con fuerte emigración y con una reducción de su tasa de participación de 2001 a 2003.
  

De otra parte si bien la demanda de trabajo –medido por la tasa de ocupación- se incrementa en cuatro de los cinco países, este aumento –siendo importante- no es suficiente para absorber el aumento de la oferta de trabajo. Sólo en Venezuela la tasa de ocupación se mantiene prácticamente constante entre 1997 y 2004 (hasta el tercer trimestre), mientras que en Colombia aumenta poco (de 52.5% en 1997 a 53.8% en 2003) frente al gran aumento de su tasa de participación (de 59.9% a 64.5% en el mismo período).
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La presencia del sector informal urbano (SIU), que absorbe el crecimiento de la PEA que el sector formal no logra abarcar - por el tipo de crecimiento del PBI-, contribuye a  explicar por qué la tasa de desempleo abierto urbano no es tan elevada en Bolivia, Ecuador y Perú.

Pero también puede argumentarse que, en razón de los elevados niveles de informalidad, la tasa de desempleo urbano en Bolivia y Ecuador también se acrecentó, aunque a tasas no tan altas, mientras se estancaba el SIU urbano. Finalmente, en el caso de Perú (Lima), el SIU siguió absorbiendo el aumento de la PEA no creciendo tanto la tasa de desempleo como en el resto de la subregión.

En síntesis, la evolución reciente del desempleo y la informalidad urbana pone en evidencia la incapadidad de la estructura económica para absorver de manera productiva a la fuerza laboral. El creciente desempleo y la necesidad de incoporarse al mercado de trabajo en ocupaciones informales, llevan a la reducción de los ingresos de las familias y provoca un incremento aún mayor de la tasa de participación laboral, aumentando la oferta y agravando la situación inicial.

2.3 Tendencias estructurales 

Este sombrío panorama se produce en medio de tendencias de evolución del mercado de trabajo de tipo estructural o permanente, que para abreviar, resumimos en los aspectos demográficos, la mayor participación laboral de las mujeres, el mantenimiento de la dualismo tecnológico y la consiguiente falta de cobertura de la protección social (Véase el Cuadro 3).

El primer rasgo estructural es que la subregión presenta tasas de crecimiento poblacional aún elevadas, lo que conduce a que la tasa de crecimiento de la PET sea alta y superior al promedio de América Latina. De esta manera la presión del aumento de la oferta de trabajo sobre el mercado de trabajo proseguirá en el futuro cercano. A este dato demográfico se suma –como segundo rasgo- el gran aumento de la tasa de actividad de las mujeres en las áreas urbanas en la última década. Empero, en 2002 aún se encuentra entre 28 (Colombia y Perú) y 35 (Ecuador y Venezuela) puntos porcentuales por debajo de la de los hombres (Abramo 2004: 6).
 La velocidad con el que las mujeres están ingresando al mercado de trabajo las obliga interrumpir su educación, por lo que se insertan de manera desfavorable por falta de calificaciones adecuadas.
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Una tercera característica es el atraso tecnológico y la baja productividad en la agricultura y en los sectores comercio y servicios urbanos. La proporción de PEA agrícola en tres de los países superaba el 30% de la PEA en 1990, siendo de 40% en Bolivia. La otra cara de la medalla es la limitada absorción de empleo como asalariados urbanos y el aumento de la informalidad en las ciudades. 
 Por ello se puede concluir con Kalecki (1980) que el problema del empleo en los países andinos se debe a la falta o insuficiencia de desarrollo económico o de mercado y que no se va a solucionar sólo con el crecimiento económico. 

En cuarto término, debe destacarse que la informalidad urbana aumentó en todos los países de la subregión con las siguientes particularidades: i) la informalidad de la subregión andina está muy por encima del promedio de América Latina, ello implica que la cobertura de la protección social no llega a amplios sectores de trabajadores; ii) tanto en Colombia como en Venezuela, que mostraban tasas de informalidad comparativamente bajas a inicios de la década de 1990, se registraron aumentos de la tasa informalidad urbana de más de 15 puntos porcentuales,  no obstante el gran aumento de su tasa de desempleo. El crecimiento de su PEA ocupada (aumento de la tasa de ocupación) es en la condición de trabajadores informales; iii) los niveles de informalidad urbana mayores corresponden a Bolivia y Colombia; iv) finalmente, como tendencia, la informalidad se mantiene constante en Perú y Ecuador. Véase el Cuadro 4.

Cuadro 4

Países Andinos: empleo en el sector informal urbano, 1990-2003

(Porcentajes)

	
	1990
	2000
	2002
	2003

	Bolivia
	..
	..
	66.7
	..

	Colombia
	45.7
	55.6
	..
	61.4

	Ecuador
	55.6
	51.6
	55.0
	56.5

	Perú a/
	52.7
	59.2
	56.2
	55.9

	Venezuela
	38.6
	50.6
	51.8
	53.8

	América Latina
	42.8
	46.9
	46.5
	46.7


Fuente: Panorama Laboral 2004, OIT. Lima, p. 97.

a/ Para 1991 en lugar de 1990.
Un quinto y último rasgo estructural del mercado de trabajo urbano de los países andinos es el empobrecimiento del conjunto de los trabajadores por la caída del poder adquisitivo de las remuneraciones o ingresos por trabajo. En la mayoría de países andinos se han producido fuertes devaluaciones y procesos hiperinflacionarios, los que han llevado a medidas de ajuste que han significado reducir primero los niveles de ingresos reales por trabajo y mantenerlos bajos luego.
 No se vislumbran posibilidades de que se recupere el poder adquisitivo perdido lo que mantiene a elevados porcentajes de la población urbana en situación de pobreza. El Gráfico 3 presenta la evolución del salario mínimo real mostrando sus bajos niveles al tomar como base de comparación a 1980, con la única salvedad de Colombia. Por su parte, las familias ajustaron su consumo a los bajos niveles de ingresos, aumentaron la oferta de trabajo familiar, ingresando a la informalidad, o   emigraron.
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PBI per cápita Ingreso Medio Coeficiente Promedio

US$ de 1995 familiar per cápita Gini años escolaridad

al año (mensual US$)

Bolivia 955 169 0.60 5.6

Colombia 2266 496 0.55 5.6

Ecuador 1404 158 0.56 6.4

Perú 2310 178 0.50 7.6

Venezuela 3037 365 0.49 7.1

Argentina 7435 580 0.53 9.4

Brasil 4225 594 0.64 6.0

Chile 5129 475 0.55 9.8

Fuente: CEPAL et al, Hacia el objetivo del milenio de reducir la pobreza en América 

Latina y El Caribe, 2003. Cuadro 1, p. 21.

Panorama de los Países Andinos en 1999

Gráfico 3

Países Andinos. Salarios Mínimos Reales, 1990 – 2000

Indices, Base 1980 = 100

Fuente: Panorama Laboral 2001.

2.4 Empleo y exclusión social

El aumento del desempleo y de la informalidad urbana y los rasgos estructurales del mercado de trabajo implican que una parte importante de la fuerza laboral no encuentre una ocupación productiva o, de acceder a una, que ésta presente condiciones precarias y muy desventajosas. Los empleos precarios e informales son fuente de exclusión social en la medida que el desempleo de larga duración, los muy bajos ingresos y la falta de cobertura de la protección social marginan a amplios sectores de los beneficios del crecimiento económico. El modelo de crecimiento exportador primario que no puede absorber de manera productiva y formal a la mayoría está en la base de la exclusión.

Los casos más evidentes de exclusión laboral se expresan en: i) las mayores tasas de desempleo para mujeres que para los varones; ii) las aún mayores tasas de desempleo para los jóvenes en comparación a los adultos; iii) la emigración laboral y sus consecuencias, especialmente, en los casos de la emigración a países desarrollados desde Colombia, Ecuador y Perú, y en los de la emigración fronteriza desde Bolivia y Perú  y,  iv) la marginación de los pueblos indígenas y nativos, que permite la subsistencia y hasta acentuación del trabajo forzoso, por ejemplo, en la explotación forestal y la cosecha de castañas en Bolivia y Perú.

3. Competitividad

La globalización, entendida como el proceso de mayor integración de los mercados a nivel mundial, es resultado de la mayor competitividad lograda por algunos países en su pugna por penetrar los mercados. 
 Este proceso obligó al resto de países a lograr crecientes grados de competitividad para no quedar al margen del comercio y la economía mundial, intentando en cambio poder obtener algún beneficio de la globalización (Banco Mundial 1995, Solimano 1999).

El enfoque de competitividad se origina en las transformaciones productivas ocurridas a partir de la década de 1980. La mayor exposición a la competencia mundial y la presión por el mejoramiento de la calidad y la reducción de costos fueron estrategias que rápidamente se difundieron desde el Japón hacia el occidente (Mertens 1997). 

El aumento de la competitividad es resultado de incrementos sostenidos de la productividad, lo que sólo puede lograrse a través de una estrategia denominada de vía alta, con innovaciones, buena organización del trabajo, consulta y participación, desarrollo de los recursos humanos, responsabilidad social y construcción del capital humano y social, todos ellos elementos esenciales para ampliar la capacidad de adaptación a un mercado constantemente cambiante (OIT, Agenda Global de Empleo, 2003).

La mayor integración comercial a nivel mundial no debería implicar un abandono del mercado interno. Una mayor competitividad debe fomentar una mayor exportación pero también debería lograr que la producción nacional sea capaz de competir con las importaciones en razón de su creciente productividad. De esta manera, de forma paralela a una mejor inserción en la división del trabajo a nivel mundial, se logra una extensión de la división del trabajo al interior de las economías nacionales.

En cada país, la mayor competitividad debería darse paralelamente a nivel macroeconómico, en la mayoría de las ramas productivas o sectores de actividad o cadenas productivas y, finalmente, a nivel macroeconómico, tanto en las empresas como en las empresas articuladas en redes (García 2004).

3.1 A nivel de país

Un país es competitivo cuando presenta un crecimiento económico alto (por lo menos de 6 a 7% de aumento de su PBI per cápita) y sostenido (por lo menos durante una década),  beneficiando a la mayoría de su población (Reinert, 1995).  

La competitividad de un país se puede medir por un Índice de Competitividad del Crecimiento (ICC), el mismo que pretende medir el potencial de crecimiento de un país en el mediano y largo plazo, dando cuenta los factores que contribuyen al crecimiento futuro de una economía, expresado por la tasa de variación del PBI por persona. La propuesta de Índice del Foro Económico Mundial está formado por tres subíndices: i) el nivel de tecnología de una economía; ii) la calidad de sus instituciones públicas, y, iii) su ambiente o condiciones macroeconómicas.
 Estos factores explican por qué algunos países están creciendo más rápido y beneficiándose más de ese crecimiento que otros.

Según la CAF (2003: 17) los cinco países andinos se encuentran en el puesto promedio 75, estando tres de ellos en los últimos 20 puestos. En efecto, al compararlos con 102 países para 2003-2004, tres de los países andinos se encuentran en el quinto inferior en el orden de jerarquía según este Índice. Más aún, la tendencia entre 2000 y 2004 es a que los países andinos retrocedan. Perú es el que se ubica relativamente mejor, cerca de la mitad, seguido de Colombia. Ambos perdieron varias posiciones entre 2000 y 2003-2004, aunque están lejos del retroceso en posiciones de los otros tres países.  

Cuadro 5
Países Andinos: Índice de Competitividad para el Crecimiento,

2000 a 2003-2004

	Países
	2000
	2001
	2002
	2003-2004

	Bolivia
	50
	67
	73
	85

	Colombia
	51
	65
	52
	63

	Ecuador 
	58
	68
	68
	86

	Perú 
	47
	55
	51
	57

	Venezuela
	53
	62
	63
	82

	No. de países 
	75
	102


Fuente: Foro Económico Mundial, La competitividad global, Informe Anual de 2001, 2002 y 2003 (Corresponde a 2003-2004, datos para 2003 tomados de CAF 2003).


Otra forma de evaluar la competitividad de los países andinos es considerar las tendencias de sus importaciones y exportaciones en relación a su PBI (Cuadro 6). Veamos las principales modificaciones entre 1990 y 2002: i) la proporción de importaciones sobre PBI aumentó en tres de los cinco países andinos, mientras que descendió en Venezuela y se mantuvo prácticamente constante en Ecuador;
  

Cuadro 6

Países Andinos: cambios en la estructura de comercio exterior, 1990-2002

	 
	Importación
de bienes y servicios
(% del PIB)
	Exportaciones

	
	
	Bienes y servicios
(% del PIB)
	Productos 
primarios (%  exportación  
mercancías) 
	Productos ma
nufacturados 
% exportación mercancías) 
	Productos 
alta tecnología
(% exportación  manufacturados)

	 
	1990
	2002
	1990
	2002
	1990
	2002
	1990
	2002
	1990
	2002

	Bolivia 
	24
	27
	23
	22
	95
	78 a/
	5
	17
	..
	7

	Colombia 
	15
	21
	21
	20
	74
	62
	25
	38
	..
	7

	Ecuador
	32
	31
	33
	24
	98
	90
	2
	10
	..
	7

	Peru
	14
	17
	16
	16
	82
	79
	18
	21
	..
	2

	Venezuela
	20
	17
	39
	29
	90
	89
	10
	13
	4
	3

	CAN
	
	
	
	
	86.1 b/
	80.7 b/
	13.9
	19.3
	
	


a/ Los datos se refieren al año 2001.

b/ Porcentaje del valor total del las exportaciones FOB de bienes. 

Fuente: PNUD, Informe sobre Desarrollo Humano, 2004, sobre la base de CEPAL.

ii) en materia de exportaciones de bienes y servicios, que son importantes propulsores del crecimiento del PBI, se observan fuertes caídas para Ecuador y Venezuela y proporciones constantes para el resto de países; iii) la proporción de exportaciones sobre PBI es relativamente alta, desde el 29% de Venezuela a 16% en Perú. Se trata de economías muy abiertas;  iv) se debe destacar que se produce un cambio significativo en la composición de las exportaciones. El porcentaje de exportaciones primarias sobre el total de exportaciones de bienes cae sustancialmente en Bolivia y Colombia, se reduce en Ecuador y Perú mientras que se mantiene casi constante en Venezuela. Lo que es lo mismo, la proporción de exportaciones manufactureras sube, en especial, en los dos primeros países, destacando el caso de Colombia.
  No obstante este avance el peso de la exportación de productos primarios sigue siendo muy elevada en Ecuador y Venezuela (90 y 89 %) y elevada (cerca de 80%) en Perú y Bolivia, y, v) se destaca que tres países cuentan con un porcentaje incipiente de productos de alta tecnología en sus exportaciones manufactureras. 

La competitividad medida por sus resultados en materia de comercio exterior coloca a los países andinos en una situación difícil y obliga a repensar la estrategia de desarrollo seguida y en cómo debería reformularse. Existe consenso en que debería mejorarse el marco macroeconómico, que además de asegurar la estabilidad –control de la inflación- debería debe ser promotor del crecimiento con empleo y de que debe incentivarse la inversión privada, a la que debe acompañar la inversión pública en infraestructura. Pero no existe el mismo consenso en cuánto a si se debe cambiar más rápidamente la composición de las exportaciones y desarrollar el mercado interno.
 Ello implicaría modificar la estructura productiva de los países (CEPAL 1990, Machinea 2004).

Tampoco existe consenso en cómo aumentar la competitividad de los  países a través de la mejora de la rentabilidad de la inversión y la expansión de los mercados. La relación positiva entre rentabilidad y tipo de cambio real y entre rentabilidad y aumentos sostenidos de productividad. (Infante 1998, Chacaltana y García 2003, García 2004) se contrapone a la de aumentar la rentabilidad vía reducción de costos nominales, en especial, los laborales. El punto de vista de OIT es que la forma adecuada de aumentar la rentabilidad es bajando los costos unitarios a través del aumento de la productividad total de los factores (Tokman y Martínez 1997: 2) y no bajando los costos laborales nominales directamente. Las ganancias reales de competitividad laboral se logran si la tasa de aumento de la productividad del trabajo es superior a la del costo laboral y suficiente para compensar el efecto del atraso cambiario (Tokman y Martínez 1997: 11). La propuesta se precisa más cuando se indica que debe buscarse la reducción de los costos por unidad de insumos, los costos de transacción (infraestructura, trámites) y por unidad de producto (escala) (García 2004).

3.2 Competitividad estructural 

En la medida que interesa considerar la composición del crecimiento y sus efectos sobre el empleo y la desigualdad social, optamos por referirnos a la competitividad a un nivel intermedio como competitividad estructural, es decir, según el grado de productividad de las ramas de actividad económica de los países. Otra alternativa relevante es poner la atención en los aspectos institucionales de la competencia (García 2004).

La economía exportadora primaria predominante -que abandona el desarrollo de los mercados internos - contribuye a la enorme heterogeneidad de la estructura económica de los países. Un indicador que resume tal heterogeneidad es la productividad promedio por trabajador ocupado en las distintas ramas o sectores de actividad, lo que refleja la distribución porcentual del PBI y del empleo por sectores. En los casos de Perú y Ecuador, la productividad promedio por trabajador, según ramas, muestra un resultado bastante similar: el crecimiento desbalanceado –por el sesgo exportador primario- se refleja en que el producto por trabajador muestra valores muy dispares entre ramas de actividad. 

Para Perú el Gráfico 4a da cuenta de niveles de PBI por trabajador muy elevados en minería, electricidad y establecimientos financieros y niveles extremadamente bajos –y disminuyendo- en la agricultura, servicios y comercio. El ratio de los promedios de productividad entre minería y agricultura fue de casi 18 veces a 1 en 1993 y de 33.7 veces a 1 en el 2000. La distancia no sólo es muy grande sino que se acrecentó.


[image: image3]
Tomado de Verdera, 2000. 

El Perú tiene a su PEA concentrada en cuatro ramas de actividad: agricultura, servicios, comercio e industria manufacturera. Estas cuatro ramas representaron el 85.5% de la PEA ocupada, 75.8% en 1993 y 82,3% en 1981. En los mismos años, el PBI muestra un patrón de concentración distinto. La rama de establecimientos financieros, la minería y el transporte y comunicaciones se encuentran entre las ramas con importante contribución al PBI, las mismas que absorben poco empleo. Por ello, los trabajadores que se concentran mayoritariamente en la agricultura, servicios y comercio, tienen en promedio una extremadamente baja productividad, muy bajos ingresos y se encuentran en condición de pobreza.  

Las cifras para Ecuador corroboran con creces los efectos de la heterogeneidad en ese país, de manera similar al caso de Perú. El ratio de los promedios de productividad entre minería y agricultura fue de 38 veces a 1 en 1990 y de 47.2 veces a 1 en el 2001. La distancia no sólo es muy grande sino que también se acrecentó. Otro tanto ocurre con la concentración del empleo en cuatro sectores (agricultura, servicios, comercio y manufactura), con 87% de la PEA ocupada en 1990 y 84% en 2001.
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Elaborado sobre la base Larrea, Carlos, Informe para OIT, 2004, Cuadro 8, página 27.

Para que los países andinos puedan mejorar su competitividad estructural, a la vez que aumentan su productividad para reducir la desigualdad y la pobreza, deberán aplicar políticas sectoriales que promuevan la inversión – para todo tamaño de empresa –, incrementen la productividad  y generen empleos en los sectores intensivos en el uso de trabajo. Ello por cierto también significa efectuar reformas institucionales, como la reforma y modernización de los Estados para reducir los costos de transacción.

Esta propuesta ha sido formulada hace más de una década por la CEPAL en su Informe Transformación productiva con Equidad (CEPAL 1990), y ha sido reiterada en su reciente recomendación sobre la necesidad de tender hacia una gradual modificación de la estructura productiva de los países como forma de aumentar el empleo (Presentación de J.L. Machinea 2004). Por lo demás, esta opción no se opone a la propuesta de aumentar la competitividad por vía del desarrollo de cadenas productivas o clusters, que implican redes y relaciones intersectoriales (CAF 2003, García 2004).

3.3. Competitividad a nivel de empresa o micro 

La absorción de empleo asalariado o dependiente se lleva a cabo en empresas. El empleo digno o de calidad no puede aumentar ni mejorar si no es con más y mejores empresas (OIT, Agenda Global de Empleo 2003). Para lograrlo resulta indispensable que aumente la competitividad al nivel de las empresas.

Con la globalizacipon las empresas rápidamente entendieron que para prevalecer en el mercado debían lograr ventajas competitivas. Para poder obtener ventajas competitivas se requiere desarrollar una estrategia de incremento permanente de la productividad y gestionar en consecuencia la innovación tecnológica y el desarrollo de los recursos humanos. Según Mertens (1997) el problema se puede sintetizar en la siguiente interrogante: ¿cómo pueden diferenciarse las empresas en un mercado tendiente a globalizarse y que facilita la difusión rápida y masiva de mejores prácticas organizativas e innovaciones tecnológicas? 
 

Las estrategias empresariales para ganar competitividad generaron elementos de diferenciación a partir de su estructura organizacional y de la incorporación de elementos que antes sólo hacían parte de su entorno. Terminaron así construyendo redes de colaboración entre la función productiva y otros agentes clave como los proveedores, consultores, contratistas, clientes, trabajadores, etc. Se crearon verdaderas estructuras virtuales en las que lo importante no eran los activos físicos y financieros sino otros intangibles muy valiosos como el conocimiento, la formación, la capacidad de innovación, el manejo del mercado, los sistemas de motivación, etc. (Mertens 1997).

El Foro Económico Mundial también elabora un Índice de Competitividad a nivel de empresas (ICE), el cual mide la productividad actual en el ámbito de las empresas en base a una encuesta entre 8,695 empresas de más de 100 países, siendo la escala de comparación de 1 hasta 104. El ICE está compuesto por dos subíndices. Uno indica el grado de sofisticación de las estrategias y operaciones de las empresas, y el otro, la calidad del entorno para el desarrollo de negocios. Los países andinos, a excepción de Colombia, se encontraron en 2004 en el cuarto inferior. 

Cuadro 7

Países Andinos: Índice de Competitividad Empresarial

	Países
	1999
	2000 
	2001
	2002
	2003 
	2004

	Bolivia
	58
	58
	75
	79
	98
	101

	Colombia
	52
	48
	57
	56
	51
	58

	Ecuador 
	57
	57
	72
	77
	89
	94

	Perú 
	46
	49
	63
	66
	81
	76

	Venezuela
	51
	54
	67
	72
	85
	88

	No. de países 
	104


Fuente: Foro Económico Mundial, Informe 2004. 

Tomado de El Comercio, 22-10-2004.

En la misma línea, de las propuestas del Informe de OIT para la CRAE (García et al 2004) puede destacarse la de modernizar las estrategias de desarrollo y operación de las empresas. Se propone difundir conductas y prácticas de aumento de la productividad y de la calidad hacia las empresas medianas y pequeñas, para remplazar gradualmente la tendencia a competir sobre la base de reducir los costos laborales medios y aumentar la informalidad. Se requiere el cambio de actitudes en las empresas, lo que tiene que ser reforzado con mejoras del conocimiento técnico y organizacional y la difusión de las ventajas de este esquema en términos de rentabilidad. 

Otra importante orientación es el desarrollo de cadenas productivas o clusters (CAF 2003 y García 2004), bajo el entendido que la competitividad a desarrollarse corresponde al entorno en el que operan las empresas y que las ventajas se obtienen mediante la complementariedad de empresas que se desempeñan en diversos sectores. El aumento de la competitividad ya no se daría –o avanzaría poco- a nivel de empresa sino de la cadena productiva que articula a una red de empresas. Concretamente, García (2004) propone que las políticas hacia estas redes deberían: i) profundizar el apoyo del sector público al desarrollo del sector privado, en áreas beneficiosas para el país; ii) operar sobre clusters o sobre las empresas núcleos de cada red, y a través de ellas, sobre las restantes empresas de cada red; iii) apoyar redes en bienes y servicios comerciables y, en ellas, a bienes y servicios de alta tecnología o que añadan nuevas etapas de procesamiento a bienes intensivos en recursos naturales, y iv) promover y mejorar la articulación de pequeñas empresas en torno a redes, para modernizar a los sectores rezagados.

Un componente clave de estas estructuras es la contribución que efectúan las personas y colaboradores de una empresa en favor de sus objetivos. El surgimiento del enfoque de competencia laboral está relacionado plenamente con la estrategia de competitividad, dada la necesidad de las empresas y las cadenas productivas por diferenciarse en el mercado también a partir del desarrollo de sus recursos humanos. En tal sentido, la competitividad requiere de la continua mejora de las condiciones de vida y de trabajo en que se desenvuelven los trabajadores y no que éstas se deterioren (Mertens 1997).

4. Inclusión social

A primera vista, la globalización ha puesto en marcha un proceso de cambio de gran escala que podría traer grandes beneficios. Sin embargo, el actual proceso de globalización está produciendo resultados desfavorables y desiguales entre los países y dentro de ellos.
 Los mercados globales –los flujos de comercio- han crecido rápidamente, mientras que se ha desacelerado el crecimiento del PBI mundial (Ghose 2004: 156)
 y las instituciones económicas y sociales necesarias que coadyuven a un desarrollo más equitativo y  sostenible no han tenido un desarrollo paralelo (Martínez y Vega 2001).  

La desaceleración del crecimiento económico y el rezago o la debilidad de las instituciones son una fuente de exclusión e inestabilidad. Las consecuencias sociales de la globalización obligan a ir más allá de los resultados económicos, y además de examinar lo sucedido con el empleo, 
 se debe evaluar –al menos someramente - qué efectos ha tenido sobre la desigualdad en la distribución de ingresos, la pobreza y la protección social en los países andinos en la última década. 

4.1 Por una globalización justa

En el reciente informe de la OIT, Por una globalización justa crear oportunidades para todos
 (2004), se plantea un balance de la globalización, indicando que sus principales efectos negativos son la deficiencia de su gobernanza o gobernabilidad, la falta de equidad en las reglas globales y la incapacidad de los Estados nación para dar respuesta a los nuevos desafíos, tanto a  nivel internacional como nacional. Desde la Memoria del Director General de OIT de 2001 se reconocía que la globalización ha significado ganancias por el aumento de la capacidad de innovación y la creación de riqueza, pero se añadía que esto ha estado acompañado de una desigualdad persistente, de una exclusión creciente,
 de inseguridad social por las fluctuaciones económicas y un sentimiento de que las reglas del juego son injustas (Memoria del Director General de OIT, 2001).

Las oportunidades que se abren con la globalización dependen de que las estrategias nacionales de desarrollo de los países amplíen las posibilidades de mayor vinculación a la economía mundial, puedan aprovechar los acuerdos regionales de integración económica y accedan a una mayor variedad y calidad de bienes de consumo, a las nuevas tecnologías y al conocimiento.

De otra parte, los riesgos principales radican de la globalización radican en: i) ser fuente de inestabilidad, comercial y financiera; ii) pérdida de autonomía de los Estados y  exclusión de países no preparados para la competencia; iii) acentuación de la divergencia social entre regiones; iv) progreso social desfasado o en retroceso respecto de la economía global, y, v). mayor polarización y exclusión, con pocos beneficiados y muchos perjudicados. En general, aumenta la incertidumbre e inseguridad para la gran mayoría de personas (OIT 2004).

Para la OIT, la globalización expone a menudo a las sociedades a una mayor inseguridad de los ingresos.  Diversos estudios indican que las transferencias de ingresos tienden a ser más importantes en economías abiertas y que éstas están sujetas a importantes riesgos por fluctuaciones de precios en los mercados mundiales. También existen evidencias de que la reducción en la seguridad de los ingresos y la protección social se debe a los intentos de los gobiernos de promover la competitividad y de atraer la inversión directa extranjera. Además, se prevé que la competencia fiscal dará lugar a mayores reducciones tributarias, especialmente en lo que respecta a las ganancias del capital, y que por ello disminuirá la capacidad de los gobiernos de financiar la protección social.
 

El significado conceptual y real de la exclusión social para la OIT es no tener un trabajo decente y no poder participar en el desarrollo socioeconómico.  En este marco y en las  orientaciones de la OIT se ha constituido un acervo normativo internacional a fin de mejorar el mundo del trabajo, apuntando a una globalización justa, a través de la aplicación de los convenios y recomendaciones de OIT. De ellos se podrían destacar los llamados convenios fundamentales referidos a trabajo forzoso (núm. 29 y núm. 105); libertad sindical y protección del derecho de sindicacion (núm. 87), derecho de sindicacion y de negociación colectiva (núm. 98); igualdad de remuneración (núm. 100), discriminación (empleo y ocupación) (núm. 111), así como los convenios relativos a  pueblos indígenas y tribales (núm. 107 y núm. 169).

En este mismo sentido, la Declaración de la OIT sobre los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo de 1998, es la expresión del compromiso de los gobiernos y de las organizaciones de empleadores y de trabajadores de respetar y defender los valores humanos fundamentales en el plano económico y social.  La Declaración contribuye a definir un piso social mínimo a escala mundial y permite a la OIT verificar periódicamente los progresos realizados en los países en cuatro áreas: libertad de asociación y la libertad sindical y el derecho de negociación colectiva; eliminación del trabajo forzoso u obligatorio; abolición del trabajo infantil, y eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación (Martínez y Vega 2001, Estivill 2003).

4.2 Indicadores de exclusión social 

Cuando se analiza la exclusión social – la falta de cohesión social- podemos centrar la discusión en tres indicadores que podrían resumir la situación actual de los países andinos y sus tendencias de evolución: la desigualdad de ingresos, la pobreza y la falta de cobertura de la protección social, todos ellos derivados del tipo de crecimiento y de la heterogeneidad resultante.
  En esta sección de manera apretada presentamos cifras sobre estos tres aspectos
.

a) Desigualdad de ingresos

Se indicó líneas arriba que América Latina presenta los mayores índices de desigualdad del mundo. La situación en los países andinos es una constatación de este aserto. La evolución de los coeficientes Gini muestra que se mantienen en niveles elevados en Perú y Venezuela, o que, sobre niveles altos, incluso se acrecientan en Bolivia, Colombia y Ecuador.

Cuadro 8

Países Andinos: Evolución de los coeficientes Gini

	
	1994
	1995
	1996
	1997
	1999
	2000

	Bolivia
	
	
	0.58
	0.59
	0.58
	0.62

	Colombia 
	
	
	0.56
	0.58
	0.57
	0.58

	Ecuador
	
	0.55
	..
	..
	0.54
	0.57

	Perú
	0.50
	..
	..
	..
	0.48
	0.49

	Venezuela
	
	
	0.48
	0.48
	0.47
	0.44


Fuente:Base de datos del World Income Inequality Database (WIID), usando información  de Deininger & Squire y World Bank 2004, que se refieren a desigualdad por ingresos monetarios. 

Estos grados de desigualdad se derivan del tipo de crecimiento primario exportador
, de la heterogeneidad estructural, la baja productividad en los sectores atrasados, pero también de los bajos salarios y la falta de respeto a los derechos laborales en sectores modernos de las economías, en resumen, en la falta de empleos dignos. Según el Banco Mundial, la desigualdad aumentó en Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica y Uruguay luego de haber emprendido reformas liberalizadoras en diferentes momentos durante las últimas tres décadas.

Si bien existe consenso en la gravedad de la desigualdad, no lo hay en cuanto a las causas y a qué sectores afecta. Para el BID los países de América Latina y el Caribe tienen los índices de inequidad más altos del mundo. En la región, sostiene, los ingresos, recursos y oportunidades, en forma desproporcionada, se concentran en las elites de la sociedad. En cuanto a las razones se indica que en los últimos años se han dado una serie de prácticas sociales, económicas y culturales que resultan en exclusión social: en el acceso limitado a los beneficios del desarrollo a ciertas poblaciones en base a su raza, etnia, género y/o capacidades físicas. Para el BID la exclusión social afecta principalmente a los grupos indígenas, a los grupos de ascendencia africana, a las mujeres, a las personas con discapacidad y/o a las personas VIH positivas. La exclusión social dificulta su acceso a trabajos formales, a vivienda digna, servicios de salud adecuados, educación de calidad, y al sistema de justicia.

Dadas la magnitud de las tasas de desempleo e informalidad y de la pobreza resultante, puede sostenerse que la extrema desigualdad en la distribución del ingreso es claramente un indicador de falta de cohesión social, que va más allá de los grupos de población especialmente vulnerables y, que en consecuencia, es una fuente de malestar social, lo que se expresa con más fuerza cuando en los países se producen procesos de apertura democrática.

b) Evolución reciente de la pobreza

La desigualdad extrema y los bajos niveles absolutos de productividad y de ingresos por trabajo hacen que la pobreza en los países andinos sea mayor que la del resto de países de la región. Según cifras de CEPAL, la tasa de pobreza – medida por la línea de ingresos de pobreza- de los países andinos en 2002, incluyendo a Venezuela, se encontraba por encima de la tasa promedio para América Latina. 

Las tasas más elevadas corresponden a Bolivia y Perú en 2002, mientras que la menor fue la de Venezuela. Como tendencia, la tasa crece en Bolivia, Perú y Venezuela, aunque en este último caso el aumento se produce entre 1990 y 1997, esto es, antes de la más reciente crisis económica (1998-1999). En tal sentido se podría colegir que el carácter de exportadores netos de petróleo de Colombia, Ecuador y Venezuela, evita que alcancen las tasas de pobreza más altas de los importadores netos de petróleo.

Llama la atención la fuerte fluctuación de la tasa de pobreza en Ecuador. Al margen de posibles limitaciones en la comparabilidad de las tasas, la sustancial alza en la tasa en 1999 corresponde al inicio de una severa crisis económica. La subida en los precios del petróleo y la reactivación posterior a la crisis explicaría la reducción de la tasa de pobreza en 2002. 

Cuadro 9

Países Andinos: la tasa de pobreza, década de 1990 y 2002 

(Línea de pobreza, en porcentaje)
	
	Año


	Población
	Tendencia

	Bolivia
	1989ª/
	52.6
	+

	
	1997
	62.1
	

	
	1999
	60.6
	

	
	2002
	62.4
	

	Colombia
	1994
	52.5
	-

	
	1997
	50.9
	

	
	1999
	54.9
	

	
	   2002 b/
	50.6
	

	Ecuador b/
	1990
	62.1
	-

	
	1997
	56.2
	

	
	1999
	63.5
	

	
	2002
	49.0
	

	Perú
	1997
	47.6
	+

	
	1999
	48.6
	

	
	   2001c/
	54.8
	

	Venezuela
	1990
	39.8
	+

	
	1997
	48.0
	

	
	1999
	49.4
	

	
	2002
	48.6
	

	América Latina d/
	1990
	48.3
	-

	
	2000
	42.5
	

	
	2002
	44.0
	


Tomado de CEPAL, Panorama Social 2002-2003, CEPAL: Santiago 2004, 

Cuadro I.4, p. 54-55. 

No es difícil concluir que si los países andinos tienen, además de una enorme desigualdad, tasas de pobreza por encima del 50% de su población –y en Bolivia de 62.4% y Perú de 54.8%-, se configura en ellos un contexto social proclive a la inestabilidad social.

c) Falta de cobertura de la protección social 

Las políticas de ajuste estructural aplicadas en la mayor parte de los países en desarrollo –en la visión de OIT- han contribuido frecuentemente a que se viera reducido el porcentaje de la población activa ocupada en el sector formal, asimismo han dado lugar a recortes salariales en los sectores público y privado, con lo que se ha degradado la base financiera de los regímenes del seguro social obligatorio. Simultáneamente, muchos de estos regímenes se han resentido de la mala administración y gobierno, disminuyendo la confianza de los afiliados al sistema. Además, con frecuencia los programas de ajuste estructural han traído como consecuencia importantes recortes del gasto social. El ajuste estructural y las transformaciones socioeconómicas han dado origen a amplios grupos vulnerables que no pueden cotizar a los regímenes de seguridad social. Los grupos más vulnerables excluidos de la fuerza de trabajo son las personas discapacitadas y las personas de edad avanzada que no pueden contar con un respaldo familiar y que no han podido hacer previsiones para sus propias pensiones (OIT 2001). 

La cobertura de la protección social en los países andinos, medida por los asalariados que cotizan a las entidades de seguridad social, no sólo es baja sino que ha disminuido en todos los países entre 1990 y 2003, salvo en Colombia, dónde se mantiene constante. En este último país incluso aumenta la cobertura en el sector formal. La cobertura también se redujo para el conjunto de países de América Latina (Cuadro 10).

En cambio, la cobertura para el total de asalariados cae en los restantes cuatro países, tanto para los asalariados informales –cuya cobertura es muy baja- como para los formales, salvo para estos últimos en Perú. Las reducciones del porcentaje de asalariados formales cotizantes de la seguridad social (cubiertos) en Ecuador y Venezuela son significativas. En estos trece años, paralelamente a una mayor apertura e integración al mercado mundial, los procesos de flexibilización laboral y debilitamiento de los sindicatos habrían causado un retroceso en la protección social.

Cuadro 10

Países Andinos: Asalariados que cotizan a la Seguridad Social, 1990 y 2003 
(porcentajes)

	 
	Año
	Sector informal 
	Sector 
Formal (b)
	Total

	
	
	Total 
	Servicio doméstico
	Micro-
empresas (a)
	
	

	Bolivia  c/
	2002
	6.5
	5.5
	6.8
	46.3
	31.1

	Colombia 
	1990
	25.7
	12.5
	27.1
	77.2
	62.6

	 
	2003
	25.0
	24.0
	25.0
	82.3
	62.5

	Ecuador 
	1990
	17.7
	17.8
	23.6
	72.1
	55.1

	 
	2003
	14.8
	11.3
	16.0
	63.4
	46.8

	Perú
	1990
	22.1
	17.3
	23.6
	66.6
	53.6

	 
	2003
	13.8
	20.5
	10.6
	66.3
	50.2

	Venezuela
	1990
	22.7
	17.6
	23.6
	83.0
	70.6

	 
	2003
	16.3
	23.4
	14.8
	73.1
	57.0

	América Latina
	1990
	29.2
	17.6
	34.7
	80.6
	66.6

	 
	2003
	26.2
	23.3
	28.1
	79.3
	63.6


a/  Ocupados correspondientes a establecimientos que cuentan con hasta 5 trabajadores.

b/  Incluye sector público y empresas con 6 o más ocupados.

c/ No se dispone de información para 1990 ni para 2003.

Fuente: OIT, Panorama Laboral 2004, p. 110.

Si nos atenemos a los grupos de trabajadores en el SIU, se observa un progreso relativo en el caso de las trabajadoras del hogar y un fuerte retroceso para los trabajadores de las MYPE. Precisamente una de las propuestas de OIT es tratar de contrarrestar esta tendencia ampliando la cobertura de la protección a los informales. Esto puede lograrse vía la formalización de las MYPE como con programas dirigidos a aumentar el  bienestar  social de los informales a nivel de las familias (Tokman 1989).

4.3 Propuestas para la inclusión social

Para enfrentar los efectos de la globalización el Banco Mundial señala que en lugar de restringir el comercio exterior o la inversión, sería preferible asistir a los trabajadores afectados para que puedan adaptarse a los cambios en las condiciones de trabajo y a adquirir habilidades nuevas, lo que implica facilitar esta transición a través de un acceso permanente a la educación, capacitación y perfeccionamiento. Propone además apoyar a los trabajadores para que puedan acumular activos financieros –con mercados de capital eficaces- y lograr independencia, facilitando con ello el movimiento entre distintos empleos y la protección del ingreso durante las épocas de crisis (Banco Mundial 2003). 
En cambio, para la OIT la exclusión social significa no tener un trabajo decente, y por ello no poder participar de los beneficios del desarrollo económico. Por ello, se adoptó en 1999 la Agenda de Trabajo Decente, buscando reforzar la participación de la OIT en la lucha contra la exclusión social en el mundo del trabajo, siguiendo cuatro objetivos estratégicos:  

1. Promover el cumplimiento de las normas internacionales del trabajo, en especial, los principios y derechos fundamentales en el trabajo (Declaración de 1998).

2. Crear mayores oportunidades de empleo para las mujeres y los hombres, con el objeto de que dispongan de ingresos y empleos decentes.

3. Extender la cobertura y la eficacia de la protección social para todos y todas.

4. Consolidar el tripartismo y el diálogo social.

Entre la amplia gama de recomendaciones que se proponen, la OIT sugiere el "empezar por la propia casa", dado que la manera de gestionar los asuntos internos influye sobre la medida en que los ciudadanos se benefician o se perjudican de los efectos de la globalización.  En otras palabras, la gobernabilidad nacional es fundamental para una eficaz inserción en la globalización.  Al mismo tiempo, se debería ampliar la visión local de los Estados nación, reforzando la cooperación regional y subregional como instrumento fundamental para el desarrollo sostenible y para lograr una mayor y mejor participación en el proceso de globalización. 

En esta perspectiva y dentro de un marco macroeconómico estable, se debe dar prioridad a las políticas que contribuyan a promover el empleo decente y a incrementar la calidad del empleo en la economía informal, integrándola en la economía. Sobre esta base se debería incrementar la productividad, mejorando la competitividad y fortaleciendo las capacidades económicas locales.  

Aunque también debería destacarse la necesidad de programas para jóvenes y contra la discriminación contra las personas con algún grado de discapacidad, como se observó antes, la exclusión social se hace más palpable para grupos de población específicos, especialmente en el caso de las mujeres, los pueblos indígenas y los inmigrantes. Veamos propuestas sobre cómo avanzar en su mayor inclusión social. 

Una estrategia que promueva la mayor y mejor inclusión de las mujeres a través del empleo de calidad debe incorporar la dimensión de género, con el objetivo de disminuir las brechas de equidad y la desigualdad de oportunidad entre hombres y mujeres en el mercado de trabajo. Con este fin, se debe buscar aumentar la tasa de ocupación de las mujeres, mejorar sus condiciones de empleo, en términos de ingresos, protección social, oportunidades de formación y capacitación, ampliando los servicios de apoyo para su mejor desempeño laboral. En las políticas activas de mercado de trabajo se deben eliminar los elementos que puedan restringir el  acceso de mujeres y más bien estimular una participación equitativa. (Abramo, 2004)

De otra parte, una economía más abierta y competitiva podría mejorar la inserción de los pueblos indígenas, ya que muchos de sus conocimientos acumulados poseen un mercado relevante. La diversidad biológica y cultural puede constituirse en una rica fuente de una producción diversificada, lo que permitirá su revalorización. Preservando los derechos ancestrales de los pueblos, se deben desarrollar nexos entre los nichos de mercado y la  producción indígena (Madalengoitia 2004).

Finalmente,  en lo que hace a los derechos de los inmigrantes, la OIT plantea el desarrollo de un marco multilateral no vinculante que permita reconocer y defender sus derechos, así como para el establecimiento de un diálogo sobre el tema, con la participación de organizaciones internacionales y multilaterales. Se debe  prestar atención especial a categorías de emigrantes especialmente vulnerables y a evitar abusos en el tema de las remesas. Los programas de empleo deben dar atención especial y asegurar la igualdad de oportunidades en la creación de empleos para estos contingentes de población.

5. Bases para una estrategia comunitaria de fomento del empleo

5.1  A modo de conclusión

Se han revisado los efectos de la globalización sobre el empleo, la desigualdad y la pobreza en los países andinos. Este proceso se ha sumado a los factores que condujeron a los países a una gran heterogeneidad estructural, con enormes diferencias de productividad entre sectores económicos, las mismas que se mantienen desde décadas. Tal como se está desarrollando, la mayor integración comercial refuerza el patrón exportador primario y profundiza la heterogeneidad estructural. Este modelo no ha sido capaz de absorber la creciente fuerza laboral y por ello no se logran reducir la pobreza y la desigualdad ni ampliar la cobertura de la protección social.
  

Para lograr una globalización justa se debería, primero, modificar la forma de inserción en el mercado mundial, promoviendo la exportación de manufacturas con uso intensivo de empleo –tomando en cuenta a los trabajadores no calificados- y la producción competitiva para el mercado interno y, en segundo término, promover el trabajo decente, con ingresos y protección social aceptables, que permita el ejercicio de derechos y el diálogo social. Por su parte, la promoción del trabajo decente es la vía cualitativa hacia la reducción de la pobreza y hacia una mayor legitimidad de la economía mundializada (Memoria del Director General de la OIT, 2003). La lucha por superar la pobreza pasa por lograr trabajo decente para todos y todas, debiendo enfrentarse la pobreza y el desempleo de manera conjunta.

Si se busca cambiar las perspectivas de desarrollo de los países andinos, el aumento de la competitividad debe ir acompañado de la modificación gradual de la estructura productiva. El aumento de la productividad y la reducción de los costos deben darse tanto para expandir las exportaciones como para sustituir importaciones de manera competitiva. Un cambio en el patrón de desarrollo y una mayor integración subregional pueden ayudar a reducir la dependencia de la evolución de la actividad económica de los países desarrollados, en especial, de Estados Unidos de América.

La modificación de la estrategia de desarrollo corre paralela a la necesidad de ajustar el modelo macroeconómico, el que además de asegurar la estabilidad debería ser promotor de la inversión y del aumento de la productividad para ganar competitividad y expandir el mercado interno. A la luz de las experiencias de países de la región sería necesario revisar el papel de la política cambiaria.

En suma, como se ha planteado en la Conferencia Regional Andina de Empleo (CRAE) el objetivo de los países andinos debería ser colocar a la generación de empleo digno como el objetivo del crecimiento, así como de  las políticas económicas y sociales que lo promueven.

5. 2 Declaración y resultados de la CRAE

Un avance importante en la perspectiva de redefinir la estrategia de desarrollo y superar la pobreza lo constituye la Declaración andina sobre políticas integrales para el desarrollo, el trabajo y la competitividad.  En ella, frente a la gravedad de los problemas de desempleo, informalidad, empleo precario, la baja productividad y pobreza, el Consejo Asesor de Ministros de Trabajo de la CAN  señaló que se debe colocar al trabajo digno y de calidad como objetivo prioritario de las estrategias nacionales de desarrollo, como medio efectivo para la superación de la pobreza
. Otro resultado de la CRAE fue la aprobación del texto Bases de una estrategia comunitaria para la creación de empleo. 

En esta Declaración se propone incrementar el valor agregado nacional, mejorar los procesos de innovación tecnológica en la producción, establecer un marco jurídico que promueva la inversión y la inclusión social, componentes que son indispensables para alcanzar una inserción internacional cualitativamente superior, que redunde en beneficio de nuestras poblaciones. Para ello propone avanzar en agendas nacionales que prioricen las políticas laborales en el ámbito de las políticas económicas, para lograr el incremento del empleo en cada país. Para que este mayor empleo contribuya a reducir la pobreza se debe promover el trabajo digno y decente como guía en la definición de políticas económicas y laborales en los Países Miembros. 

En la Declaración se asume el compromiso de desarrollar un enfoque estratégico para la subregión que permita la elaboración de proyectos de normativa comunitaria que impulsen el trabajo digno y decente, así como la formación y capacitación laboral, promoviendo la articulación y convergencia del conjunto de políticas económicas y sociales que tengan como prioridad el fomento a la creación de trabajo digno y decente.

Este enfoque estratégico señala que la generación de trabajo debe ser el resultado de políticas integrales de desarrollo, que se expresen en un crecimiento económico rápido y sustentado en las potencialidades de los recursos internos, la inversión, la promoción de las exportaciones y el fortalecimiento del mercado interno a través de la producción competitiva. Se requieren políticas para aumentar la productividad, generar un entorno favorable a la inversión y desarrollar políticas de diversificación de exportaciones y promoción de convenios comerciales.

El avance en desarrollar propuestas que vinculan una estrategia de desarrollo sobre la base de la competitividad y bienestar, con la superación de la pobreza, la desigualdad y el desempleo, debería materializarse en el plano subregional andino en una normativa comunitaria que promueva activamente el fomento del empleo digno. Ello servirá de base para afirmar el progreso social, el cumplimiento de reglas, el respeto a instituciones y procedimientos, estabilidad que promueva crecimiento, en síntesis, contribuirá a afirmar la gobernabilidad democrática. 

Desde el punto de vista de la igualdad de oportunidades es necesaria la reducción de las asimetrías existentes entre hombres y mujeres en el mundo del trabajo, y se considera importante el desarrollo de políticas que permitan la incorporación creciente de la mujer y de las poblaciones indígenas al trabajo digno y decente. Asimismo, que se establezcan políticas decididas que combatan toda forma de discriminación.

En cuanto a las Bases de una estrategia comunitaria para la creación de empleo, la CRAE, reconociendo la preocupación por la situación del empleo y que el crecimiento económico no ha generado empleo adecuado mientras que se extiende la pobreza, propone que se modifique la actual concentración en la exportación primaria y que se desarrollen los mercados internos. Para lograrlo, señala que se hace necesaria una adecuada regulación estatal que concilie la eficiencia y la mayor competitividad con la equidad distributiva. Por ello, reafirma que el empleo debe convertirse en el objetivo de las políticas públicas.

En síntesis, se requiere redefinir la estrategia de crecimiento, colocando el empleo como objetivo central del desarrollo, debiendo vincularse las políticas de empleo a la  política económica y a la política social (OIT, Agenda Global de Empleo 2003).

5. 3 Hacia una normativa comunitaria en empleo

Sobre la base de la Declaración del Consejo Asesor de Ministros de Trabajo de la CAN, de la normativa de OIT y de las experiencias de políticas de empleo que se vienen desarrollando en los países andinos, es posible contar con las bases para una mayor convergencia de las políticas y para formular una propuesta de norma comunitaria en fomento del empleo.

Una primera base común general es que cuatro de los cinco países andinos han ratificado el Convenio de la OIT sobre la política de empleo, 1964 (núm. 122). Esta norma obliga a los gobiernos que lo han ratificado a formular e implementar, en estrecha colaboración con los representantes de los empleadores y trabajadores, una política activa para promover el empleo pleno, productivo y libremente elegido. 

Una segunda base es la Declaración reseñada en la sección anterior, la que además de proponer la necesidad de una norma comunitaria establece varias líneas de acuerdos. Entre los más destacados están aquellos que proponen que se debe colocar al trabajo digno y de calidad como objetivo prioritario de las estrategias nacionales de desarrollo, establecer un marco jurídico que promueva la inversión y la innovación tecnológica, y el avanzar en agendas nacionales que prioricen el empleo y las políticas laborales en el ámbito de las políticas económicas y sociales. 
Entre los elementos de una posible norma comunitarias estarían: i) contar con un marco macroeconómico estable y promotor; ii) proponer una estrategia de desarrollo que tienda a modificar gradualmente la actual estructura productiva; iii) incrementar la productividad y la competitividad, reduciendo los costos, y, iv) establecer políticas sectoriales. 

También deberían proponerse como ámbitos específicos requeridos para el aumento de la productividad a: i) el mejoramiento de la formación y capacitación laboral; ii) el apoyo a las pequeñas y micro empresas, cooperativas y su incorporación en conglomerados y redes productivas; iii) una institucionalidad laboral que estimule el aumento de la productividad, y, iv) el desarrollo adecuado de la infraestructura productiva, administrativa y un marco jurídico que fomente lo anterior (García 2004).

Más específicamente, podría incluirse el establecimiento de una Red Andina de colocaciones, que coordinaría con el Observatorio Laboral Andino y con las acciones en materia de formación profesional.

Las experiencias de políticas de empleo implementadas por los países andinos dan cuenta de la mayor convergencia que se está produciendo en este campo. La mayoría de países tienen en marcha políticas activas, actuando sobre la demanda de trabajo (programas de empleo temporal y promoción de las MYPE), sobre la oferta de trabajo (capacitación a jóvenes, modernización de la formación profesional), y sobre la operación del mercado de trabajo (servicios de colocaciones).

Cuadro 11

Países Andinos: Experiencias de programas de empleo

	Países
	Programas de empleo temporal
	Servicio de colocacio-nes
	Formación profesional
	Promoción

a las MYPE
	Inversión pública en Infraestructura

	Bolivia
	PLANE

DUF
	Débil


	INFOCAL
	Políticas de promoción
	Servicio Nacional de Caminos

	Colombia
	Empleos en Acción
	SENA
	SENA

Jóvenes en acción
	?
	?

	Ecuador
	FISE


	Débil
	SECAP
	Caminos rurales
	?

	Perú
	A Trabajar

FONCODES
	Red CIL-Proempleo
	SENATI

PROJOVEN
	Políticas de promoción
	-Programas de vivienda

-Caminos

	Venezuela
	?
	Servicio Nacional de Empleo
	INCE
	?
	?


Podrían considerarse además, políticas de incentivos a la inversión privada y a la expansión de mercados, la orientación de parte de la inversión pública al mantenimiento preventivo de las obras o a la construcción de infraestructura menor con métodos intensivos en empleo. Es necesario también ampliar y mejorar la atención a poblaciones en desventaja, como son las mujeres, los pueblos indígenas, los inmigrantes y las personas con algún grado de discapacidad. Especial atención debe darse a los jóvenes, que presentan tasas de participación laboral, de desempleo y de informalidad elevadas, a la par que registran bajas tasas de escolaridad.

Finalmente, está en debate en algunos países la revisión de los procesos de reforma laboral llevados a cabo en la década de 1990, en aras de establecer y reforzar un marco laboral promotor y estable, que respetando los derechos laborales promueva relaciones laborales armoniosas. 

5.4 Inclusión social y gobernabilidad democrática

La exclusión social es uno de los factores que conducen al incremento en la insatisfacción y desconfianza que provoca el funcionamiento de las instituciones democráticas. En las condiciones de inserción desventajosa en la globalización, los Estados no pueden responder a las crecientes demandas de la sociedad, empezando por la recuperación de los niveles de vida previos al ajuste estructural de inicios de la década de 1990. Ello provoca la creciente desconfianza de la ciudadanía.

La gobernabilidad democrática puede definirse como “la capacidad de todos los actores políticos estratégicos para moverse dentro de determinadas reglas de juego -una especie de concertación-, sin amenazas constantes de ruptura que siembren la incertidumbre en el conjunto de la sociedad..." (Rojas Bolaños, 1995, citado por Filmus 2005). Esta gobernabilidad estaría cuestionada sobre todo por la "crisis de representatividad". 

La gobernabilidad sería equivalente al desarrollo de un marco democrático que suponga amplia participación de sectores populares en la resolución de los problemas que plantea la crisis y la reestructuración productiva y societal [...]" (Rojas Bolaños, 1995: 40, citado por Filmus). La legitimidad un régimen radicaría en su capacidad de promover actitudes positivas hacia el sistema político (considerado como merecedor de apoyo), como para crear estrategias para el ejercicio de una ciudadanía plena, sin exclusiones (Filmus, 2005).

En este orden de ideas, la situación social y la tensión e inestabilidad política de algunos de los países andinos son motivo de preocupación. La crisis política puede atribuirse tanto a la falta de legitimidad de los Estados como a que las modalidades de inserción en la globalización –al reforzar la exportación primaria o con las privatizaciones- afectan las condiciones de vida y de trabajo de gran parte de la población, la misma que no sólo no se beneficia de la mayor integración a la economía mundial sino que más bien se perjudica.

Es necesario empezar a revertir esta tendencia, sobre la base de una estrategia de desarrollo con empleo, de manera de reducir el desempleo y la pobreza. Una estrategia comunitaria para el empleo puede jugar un papel importante en esta línea.

De lograrse la formulación de una estrategia de desarrollo que aumente la competitividad con empleo digno y de obtenerse un grado importante de acuerdo en torno a su puesta en marcha, será posible avanzar en materia de cohesión social.
 

Se debe reconocer que no se van a resolver de inmediato los graves problemas por los que atraviesa la subregión, pero sí que se pueden crear las condiciones para que el conjunto de los Estados y los gobiernos asuman la política de empleo como un eje central de sus políticas para reducir el desempleo y la pobreza y que se avance en aumentar la cohesión social en los países.
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Anexo

Cuadro A-1

Países Andinos: Evolución del PIB real, 1998-2004 (USD 1995, Tasa media anual %)

	 
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003 a/
	2004 b/

	Bolivia
	5.0
	0.3
	2.3
	1.6
	2.7
	2.5
	2.7

	Colombia
	0.8
	-3.8
	2.4
	1.4
	1.6
	3.7
	3.5

	Ecuador
	1.0
	-7.9
	0.9
	5.5
	3.8
	2.7
	5.0

	Peru
	-0.5
	0.9
	2.7
	0.2
	4.9
	4.0
	4.0

	Venezuela
	0.7
	-5.8
	3.8
	3.5
	-9.0
	-9.4
	10.3

	Prom. Simple
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: OIT, Panorama Laboral 2004, Cuadro 12-A. Con base a CEPAL.

a/ Preliminar; b/ Estimación, variación porcentual anualizada.

Cuadro A-2

Países Andinos: Evolución de la tasa de desempleo abierto urbano (Porcentajes)

	Países 
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004 g/

	Total  a/
	9.2
	9.8
	13.2
	12.1
	11.9
	12.0
	12.6
	13.2

	Bolivia  b/
	4.3
	4.1
	7.2
	7.5
	8.5
	8.7
	9.2
	ND

	Colombia c/
	12.4
	15.2
	19.4
	17.3
	18.2
	17.6
	16.7
	16.0

	Ecuador d/
	9.2
	11.5
	15.1
	14.1
	10.4
	8.6
	9.8
	11.1

	Perú e/
	8.6
	6.9
	9.4
	7.8
	9.2
	9.4
	9.4
	9.7

	Venezuela f/
	11.4
	11.3
	15.0
	13.9
	13.3
	15.9
	18.0
	16.1


Fuente: Panorama Laboral 2004, Cuadro 1-A. Elaboración de OIT, sobre la  base de datos oficiales de los países.  a/  Promedio simple;  b/  A partir de 1999, nacional urbano; c/ Incluye desempleo oculto.  Siete áreas metropolitanas hasta 1999. A partir del 2001 abarca 13 ciudades; d/  Incluye desempleo oculto. A partir de 1999, tres regiones metropolitanas; e/  Lima Metropolitana. Cambio de encuesta desde 2001 y datos no comparables con años anteriores; f/ Total nacional; g/  Hasta el tercer trimestre.

Cuadro A-3

Países Andinos: Evolución del mercado de trabajo urbano, 1997-2004 (Porcentajes)

	
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	  2004 a/
	Tend.

	Tasa de participación

	Bolivia
	52.5
	..
	55.9
	56.1
	60.6
	58.0
	60.4
	..
	+

	Colombia
	59.9
	62.2
	63.1
	63.5
	64.2
	64.2
	64.5
	62.8
	+

	Ecuador
	56.6
	55.8
	56.3
	56.8
	55.6
	54.1
	53.8
	55.4
	-

	Perú
	63.3
	65.4
	66.9
	64.4
	67.1
	68.5
	67.4
	68.0
	+

	Venezuela
	63.8
	65.1
	66.3
	64.6
	66.5
	68.7
	69.1
	68.7
	+

	Tasa de ocupación

	Bolivia
	50.2
	..
	51.9
	51.9
	55.4
	53.0
	54.9
	..
	+

	Colombia
	52.5
	52.7
	50.9
	52.6
	52.5
	52.9
	53.7
	52.8
	+

	Ecuador
	51.3
	50.1
	47.8
	48.8
	49.8
	49.4
	48.7
	49.3
	+

	Perú
	58.0
	60.0
	61.6
	59.7
	60.9
	62.0
	61.2
	61.4
	+

	Venezuela
	56.5
	57.8
	56.4
	55.6
	57.1
	57.9
	56.5
	57.6
	=


Fuente: Panorama Laboral 2004. Prestar atención a las Notas a pie de cuadro en PL 2004: cambios en las encuestas en Ecuador (1998) y Perú (Lima, 2001) y en la cobertura de las mismas.







Cuadro A-4

CAN: Diez principales productos de exportación, 1980-2002  a/

(Porcentaje de exportaciones totales)

	Orden
	 
	1980
	1990
	1999 
	2000 
	2001 
	2002 

	1
	Petróleo
	47.1
	37.3
	  35.8
	  42.6
	  37.9
	  46.4

	2
	Oro 
	..
	..
	  2.9
	  2.1
	  2.5
	  3.2

	3
	Derivados del petróleo
	20.3
	19.3
	  13.8
	  16.2
	  14.1
	  3.1

	4
	Plátanos 
	1.0
	2.6
	  3.5
	  2.3
	  2.5
	  2.9

	5
	Carbón 
	..
	2.0
	  2.2
	  1.7
	  2.8
	  2.5

	6
	Café  
	8.8
	5.3
	  3.8
	  2.3
	  1.9
	  2.0

	7
	Flores  
	..
	..
	  1.7
	  1.4
	  1.7
	  2.0

	8
	Harina (carne y pescado)
	..
	1.2
	...
	  1.5
	  1.7
	  1.7

	9
	Cobre refinado 
	1.4
	1.4
	  1.4
	  1.3
	  1.4
	  1.4

	10
	Aluminio y aleaciones
	1.1
	2.3
	  1.3
	  1.1
	  1.2
	  1.2

	 
	Total productos principales 
	84.1
	74.0
	  68.0
	  72.5
	  67.7
	  66.4

	 
	Exportaciones (millón USD)
	30.126
	30.832
	 43 477
	 57 330
	 50 431
	 49 093


Fuente: CEPAL, Anuario Estadístico 2003.  a/  CUCI REV I. 





ANEXO V
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DEL 

SEMINARIO SUBREGIONAL ANDINO: “LA GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA Y EL PROBLEMA DEL EMPLEO EN LA SUBREGION ANDINA”
Conclusiones y Recomendaciones

Seminario Subregional Andino

“La gobernabilidad democrática y el problema del empleo en la Subregión Andina” organizado por la OEA, la OIT y la SGCAN,

Lima, 14-15 de abril de 2005

I  Antecedentes

1. El Seminario Subregional, que se realizó en el marco del fortalecimiento del proceso de Cumbres de las Américas, buscó impulsar el análisis de las bases para definir una estrategia subregional para crear empleo digno y decente, que contribuya al desarrollo, a la competitividad y al fortalecimiento de la gobernabilidad democrática. Con este fin, se propuso involucrar a diferentes actores sociales sobre el proceso de las Cumbres, promoviendo la generación de recomendaciones con miras a ser presentadas a los países que hacen parte de dicho proceso.
2. En las discusiones se tomó como referencias principales: i) la experiencia del Programa de Competitividad Andina de la Corporación Andina de Fomento; ii) el Plan Integrado de Desarrollo Social de la Comunidad Andina (PIDS, Decisión 601 de septiembre 2004); iii) los documentos resultantes de la Conferencia Regional Andina de Empleo (CRAE, Lima, 22-23 de noviembre de 2004):  el Informe Técnico de OIT, la Declaración del Consejo Asesor de Ministros de Trabajo de la CAN y las conclusiones de la CRAE, “Bases de una estrategia comunitaria para la creación de empleo”; y iv) el Proyecto de Declaración de Mar del Plata “Crear trabajo para enfrentar la pobreza y fortalecer la gobernabilidad democrática”. 

3. El Seminario se organizó en tres paneles de debate: i) Fortalecimiento de la gobernabilidad democrática, la creación de empleos y el papel de las Cumbres de las Américas; ii) la exclusión social y la gobernabilidad democrática en la Subregión Andina, y  iii) el empleo, la competitividad y la inclusión social como base para el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática.

II Conclusiones

1. El proceso de integración subregional tiene entre  sus componentes fundamentales el desarrollo productivo, el fortalecimiento de las instituciones y la integración socio laboral y en este contexto, en particular, el fomento del empleo digno y decente. 

2.  Los países andinos presentan –al igual que toda América Latina y el Caribe- los mayores índices de desigualdad en la distribución de ingresos en el mundo. Estos indicadores no han presentado síntomas de mejoría en el pasado reciente, a pesar de las coyunturas económicas favorables de los últimos dos años y más bien se han convertido en un factor que gravita de manera preocupante sobre el deterioro de la gobernabilidad democrática.

3. Las elevadas tasas de desempleo e informalidad en nuestros países se han visto reforzadas por la forma en que las economías andinas se han insertado en la economía mundial, con ausencia de los sectores más dinámicos en el intercambio mundial –caracterizados por la producción de alto valor agregado generadora de empleo de calidad - y con presencia en sectores primario exportadores con tendencias muy erráticas en sus precios internacionales y bajo impacto en el empleo digno y decente.

4. La afirmación de la gobernabilidad democrática no sólo se alcanzará con la solución de los problemas de empleo, pobreza y desigualdad. Debe recordarse que la gobernabilidad está muy relacionada con procesos políticos que tienen su propia especificidad y que no se reducen a problemas de base socioeconómica exclusivamente. Por ello, es indispensable la consolidación de un orden político estable, legítimo y eficaz que genere un entorno institucional indispensable que favorezca al mismo tiempo la generación de políticas de empleo, crecimiento e inclusión social sustentables.

5. La falta de credibilidad de las poblaciones mayoritarias andinas en las instituciones estatales, debido a la pobreza, la desigualdad y la exclusión de la que son víctimas, no derivan directamente pero sí generan un contexto de ingobernabilidad y, por tanto, amenaza la democracia y vuelve problemática su consolidación.
6. Resolver la gobernabilidad de las democracias es fundamental para conservarlas, avanzar en sus conquistas y consolidarlas. Asociar gobernabilidad y democracia, es decir, construir la gobernabilidad democrática, es una tarea compleja porque ambos conceptos responden a lógicas distintas. La gobernabilidad a la lógica del poder efectivo. La democracia referida no sólo al del principio de una persona, un voto, sino también a la de su expresión en el sentido más amplio. Por ello la gobernabilidad no se deriva de la democracia, ni la democracia se deriva de la gobernabilidad. Pero, en libertad, ambas se requieren, en un acercamiento convergente y tensionado, que hay que resolver adecuadamente en el día a día de la gestión política.
7. La gobernabilidad democrática es la relación de gobierno que combina adecuadamente el control de las instituciones por parte de los ciudadanos y el orden político estable y sustentable para lograr el desarrollo con equidad. Tiene una dimensión interna y otra internacional.

8. Cabe enfatizar la necesidad de la recuperación del concepto de democracia y su expresión en el sentido más amplio (es decir, más allá del voto), lo cual implica reconocer las reglas de la mayoría, la participación social como expresión y ejercicio de derechos, así como la plena vigencia del estado de derecho.
9. La mayor competitividad debe fomentar las exportaciones pero también debe lograr que la producción nacional sea capaz de competir con las importaciones en razón de su creciente productividad.

10. Una estrategia de desarrollo que modifique la estructura económica puede mejorar las condiciones de participación en la globalización y permitir la generación de empleos, beneficiando a la mayoría de la población con un crecimiento económico sostenido a altas tasas. La integración subregional andina deberá promover esa mejor inserción, así como la expansión de los mercados internos y la promoción del trabajo digno y decente, con ingresos aceptables y una adecuada protección social, para hacer posible superar la pobreza de manera sostenida y lograr una mayor inclusión social.

11. No es posible lograr la inclusión social sustentable de los sectores de la población actualmente excluidos, si no es promoviendo una estrategia de desarrollo económico que permita aumentar la competitividad a fin de superar la pobreza y desigualdad.

12. Se debe reconocer que no se van a resolver de inmediato los graves problemas por los que atraviesa la subregión, pero sí que se pueden crear las condiciones para que el conjunto de los Estados y los gobiernos asuman con visión de largo plazo la política de empleo como eje central de sus políticas para reducir el desempleo y la pobreza y se avance en aumentar la cohesión social, mediante políticas sociales innovadoras y generadoras de empleos masivos, socialmente productivos en los países y con ello reforzar la gobernabilidad democrática.

13. No se debe olvidar que el avance de la flexibilidad laboral ha generado inestabilidad, incertidumbre y desprotección social en nuestros países en los últimos años. Asimismo, la profundización de esta flexibilidad no ha contribuido al aumento del empleo, sino muy por el contrario ha generado la pérdida de productividad y la ruptura del contrato entre el Estado, los empresarios y los trabajadores.

III.   Recomendaciones

A ser consideradas por la IV Cumbre de las Américas así como en la II Conferencia Regional Andina sobre el Empleo.

1. Existen tres escenarios para hacer gobernables las democracias. El primero es el de: una gobernabilidad precaria que amenaza persistentemente la existencia misma de la democracia. El segundo es la gobernabilidad autoritaria, que termina por negar la democracia. El tercero, el deseable, es la construcción de la gobernabilidad democrática.

2. En la situación andina actual para afirmar la gobernabilidad democrática es preciso poner en el centro de la agenda pública la construcción de la cohesión social. Frente a la erosión de la confianza y la solidaridad en las sociedades andinas, gobernar democráticamente es mucho más que tener un origen electoral transparente y confiable: gobernar democráticamente es construir sociedad e instituciones, y una comunidad política entre gobierno y oposición, acordada sobre los valores democráticos fundamentales, y las políticas públicas para la cohesión social y la generación de empleo.

3. Para tener gobernabilidad democrática fundada en la cohesión social son necesarios acuerdos nacionales amplios, siempre que deriven de genuinos consensos en pocas políticas públicas –metas, plazos, seguimiento y evaluación- con el fin de lograr impactos creibles y visibles y existan gobiernos con la fuerza política suficiente para poner en práctica esos acuerdos.

4. Necesidad de enfrentar los problemas de desempleo, informalidad, empleo precario, baja productividad y pobreza, colocando el fomento al trabajo digno y de calidad como objetivo prioritario de las estrategias nacionales de desarrollo, como un medio efectivo para la superación de la pobreza; 
5. El inicio del Siglo XXI enfrenta a nuestros países a una doble agenda del desarrollo: superar las brechas internas y buscar una beneficiosa inserción internacional. Las crecientes demandas sociales, las dificultades para atenderlas y los problemas para una efectiva gobernabilidad democrática requieren un nuevo consenso andino y latinoamericano que, superando las limitaciones del pensamiento prevaleciente en la última década, integre, en un solo enfoque, la competitividad, el empleo decente y la inclusión social.

6. Para retomar la dimensión del desarrollo en las políticas nacionales y de integración subregional, se requiere, más allá de los esquemas rígidos, de una estrategia de inserción ventajosa en el mercado global, un ambiente macroeconómico estable, una dinámica agenda de transformación productiva, fomentar una cultura por la innovación en las empresas y en el tejido social,  una infraestructura adecuada, unas instituciones sólidas y una cohesión económica y social, que permita asegurar la gobernabilidad democrática.

7. En un sentido amplio la cohesión social puede considerar tres campos de acción: creación de oportunidades de empleo, efectiva protección social y políticas económicas de largo plazo para fortalecer el capital humano, la innovación y mejorar el funcionamiento del mercado laboral. Ello, con el propósito de reducir la pobreza, mejorar la distribución del ingreso y disminuir la exclusión.

8. La transformación productiva de nuestras sociedades deberá, desde la articulación de las políticas económicas y sociales y la generación de amplios consensos en torno a los objetivos de bienestar y desarrollo, garantizar la creación de nuevas fuentes de empleo digno y decente -remuneración apropiada, productividad, impulsar el desarrollo de una nueva generación de empresas en sectores de mayor valor agregado, estabilidad, seguridad social y salud y seguridad en el trabajo-, con el propósito de contribuir a la conformación de sociedades a la vez que solidarias, competitivas.  En ese sentido, deberá propiciarse el establecimiento de una estrategia de crecimiento sostenido con objetivo de empleo, a través de la consolidación del tripartismo y el diálogo social.

9. En materia de políticas activas en el ámbito nacional, se ha acumulado abundante evidencia referida a casos exitosos de economías de base local, de gran dinamismo relativo. Las instancias técnicas y políticas de nuestros países, comienzan a identificar los denominados “núcleos de desarrollo territorial”, “regiones innovadoras” o “ciudades – región” como espacios propicios para el diseño de políticas y de acciones institucionales. 

10. La articulación de las micro, pequeñas y medianas empresas en clusters y redes productivas con base territorial adquiere un carácter de prioridad estratégica en los países andinos, porque son uno de los principales soportes del empleo estable, del desarrollo económico local y de la integración del espacio andino.

11. Los esfuerzos de transformación productiva e inserción internacional deben llegar al sector rural, estimulando el incremento de la productividad y la formación de polos especializados que contribuyan a la desconcentración de los grandes territorios urbanos, y para asegurar la inclusión de este vasto sector de la población andina, asegurando favorecer el acceso a recursos productivos (tierra, agua, capital, conocimientos) el uso sostenible de los recursos naturales, la generación de empleo productivo y el mejoramiento en las condiciones de vida de sus habitantes.

12. Deberá ampliarse y mejorarse la atención a poblaciones en desventaja, como son las mujeres, los pueblos indígenas, los afrodescendientes, los inmigrantes, las personas en paro mayores a 45 años, y las personas con algún grado de discapacidad. Especial atención debe darse a los jóvenes, que presentan tasas de participación laboral, de desempleo y de informalidad elevadas, ya que tienen problemas de inserción laboral a pesar que registran tasas cada vez más altas de escolaridad.

13. Una estrategia fundamental para promover el capital humano y social tanto en el orden nacional como territorial es la educación y el desarrollo de la ciencia y de la tecnología. Entre otros aspectos, éstos tienen un rol diverso en el crecimiento y la cohesión social, como instrumento que facilita la difusión del conocimiento y como elemento central en la movilidad social de las personas y en el acceso a un empleo digno y estable.

14. La necesidad de crear sociedades capaces de competir en el siglo XXI, demanda asegurar la utilización de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) en la gestión pública y privada para fortalecer la educación, la capacitación, la competitividad y el bienestar.

15. Se debería tender hacia una acelerada pero gradual modificación de la estructura productiva de los países como forma de aumentar el empleo. Esta opción es coherente con la propuesta de aumentar la competitividad por la vía de desarrollo de cadenas productivas y clusters, que implican redes y relaciones intersectoriales, regionales, nacionales y comunitarias.

16. Se deben revisar los procesos de reforma laboral llevados a cabo en la década de 1990, en aras de establecer y reforzar un marco laboral promotor y estable, que respetando los derechos laborales promueva relaciones laborales armoniosas. 

17. Se requiere definir una estrategia de desarrollo con equidad, colocando la generación del empleo digno, decente y creativo, así como la mayor inclusión social como objetivos centrales del desarrollo.

18. Para que los países andinos puedan mejorar su competitividad estructural, a la vez que aumentan su productividad para reducir la desigualdad y la pobreza, deberán aplicar políticas sectoriales, intersectoriales y territoriales, nacionales y locales, que promuevan la inversión –para todo tamaño de empresa-, incrementen la productividad, mejoren las capacidades en materia de innovación y generen empleos en actividades intensivas en el uso de mano de obra y en conocimientos avanzados.

19. Se precisa la creación de un fondo de desarrollo productivo regional que garantice la aplicación de políticas sectoriales orientadas por objetivos de mejora de la productividad y la innovación.

20. La lucha por superar la exclusión y la pobreza pasa por lograr un empleo digno y decente para todos y todas, enfrentando la pobreza y el desempleo de manera conjunta. Lo anterior implica: i) el cumplimiento de las normas internacionales del trabajo y una adecuada fiscalización del cumplimiento de las normas vigentes en cada país; ii) crear mayores oportunidades de empleo para las mujeres y los hombres, con el objeto de disponer de ingresos y empleos dignos y decentes; iii) extender la cobertura y la eficacia de la protección social para todos y todas, y  iv) consolidar el tripartismo y el diálogo social.

* * * * *
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Gráfico 4a





Perú: PBI por trabajador por actividad, 1981, 1993 y 2000
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Gráfico 4b 





Ecuador: PBI por trabajador por actividad, 1990 y 2001
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� En 1990 Sudamérica tenía un coeficiente Gini de 0.55 para el ingreso por habitante, el mayor comparado al resto de regiones del mundo (Chotikapanich et al, 1997, p. 73). En recientes ordenamientos jerárquicos de países según grado de desigualdad del PNUD y del Banco Mundial figuran Chile, Colombia, Ecuador y Brasil entre los diez países con mayor desigualdad en el mundo.


� CEPAL et al, 2003. Sólo no se empobrecerían los países exportadores netos de petróleo.


� El mensaje principal del Informe del Banco Mundial sobre Desigualdad en América Latina y El Caribe (2003:38) es que “…los altos niveles de desigualdad tienen importancia para el desarrollo… por tres motivos: porque, por razones éticas, a las personas les disgustan; porque disminuyen el ritmo de la reducción de la pobreza, con efectos muy importantes a largo plazo y porque la desigualdad puede tener efectos perniciosos sobre el proceso de desarrollo general, en especial, cuando interactúa con instituciones débiles. Por cierto, la historia de América Latina consiste en interacciones mutuas entre el alto nivel de desigualdad y la debilidad institucional.” (Énfasis añadido).


� La Conferencia Regional Andina sobre Empleo se realizó en Lima el 22 y 23 de noviembre del 2004. El Informe presentado fue producto de la colaboración de consultores y especialistas de la OIT, siendo su autor principal el consultor de la OIT, Norberto García.


� Serie tomada de Panorama Laboral 2004, que tiene como fuente los institutos nacionales de estadística de los países.


� Para impulsar el crecimiento del PBI el coeficiente de inversión debería ser mayor del 25% de manera sostenida.


� Sobre la recuperación reciente en Ecuador, Larrea (2004: 1) señala: “…ha sido lenta y concentrada en inversiones privadas en el sector petrolero, con limitados efectos directos e indirectos sobre el empleo. Los dos ejes principales que han sostenido el proceso han sido las remesas de divisas de los emigrantes (1.539 millones de dólares en 2003) y la elevación sostenida de los precios del petróleo, principal producto de exportación nacional, que ha ascendido de 9 dólares por barril en 1998 a aproximadamente 35 dólares en los últimos meses. Aunque la recuperación de las exportaciones no petroleras, algunas intensivas en empleo, ha sido considerable hasta 2003, la generación de empleo adecuado en el sector moderno de la economía ha permanecido limitada, y no se ha observado una reactivación en la participación del sector moderno en la economía urbana que alcance los valores previos a la crisis.”


� “Uno de los factores que más dificulta la aceleración del ritmo de crecimiento del empleo es que, a pesar de que los países en desarrollo tienen escasez de capital y una abundancia de mano de obra, hasta ahora las estrategias de desarrollo han preferido las inversiones de gran densidad de capital a las de mano de obra.” (OIT, Memoria del Director General, 2003). La inversión reciente en los países andinos se ha concentrado en megaproyectos como un oleoducto en Ecuador y un gaseoducto en Bolivia, en la minería de cobre y oro y en un gaseoducto en Perú, y en actividades petroleras en Venezuela.


� La economía exportadora podría fomentar el empleo en el resto de la economía si se produjese una sustancial redistribución desde los sectores dinámicos a los más atrasados, vía eslabonamientos  productivos o de servicios y mediante sustanciales canales tributarios y financieros. Estos vínculos y relaciones no existen.


� Sobre la base de Panorama Laboral 2004 de OIT y Verdera 2002.


� Se trata del desempleo total –incluyendo parte del desempleo oculto- para Colombia y Ecuador y en todos los casos de las principales ciudades, salvo Perú en que la tasa es para Lima Metropolitana.


� En particular por la reducción del empleo público, que alcanza sus menores niveles –como proporción del empleo urbano- en Colombia y Perú. Véase Panorama Laboral 2004, Cuadro 6-A.


� Esta reducción se da de manera directa por la propia emigración laboral como de forma indirecta por la menor actividad de los miembros de las familias que reciben remesas de sus emigrantes. Véase Larrea (2004) y OIT-ETM Países Andinos, Ecuador: Empleo y Protección Social, Propuestas de la OIT, ETM-OIT: Quito, 2001. Prefacio a la segunda impresión.


� Véase el Cuadro A-3 del Anexo. 


� Las tasas relativamente bajas de algunos países no deben soslayar la gravedad del desempleo urbano. Si se mide la tasa de desempleo abierto sobre la PEA asalariada y no sobre toda la PEA, esta tasa casi se duplica, reflejando la magnitud de la presión de los desempleados sobre los empleos asalariados existentes.


� No se pretende agotar los rasgos estructurales que definen el mundo laboral de los países en desarrollo, por ejemplo, en lo relativo a la organización de las actividades económicas en pequeñas unidades productivas y en el aumento de la inestabilidad y precariedad laboral, entre otros. 


� Las tasas de participación femenina en las zonas urbanas han alcanzando las siguientes cifras en 2002 (todas ellas superiores al promedio latinoamericano): 53% en Ecuador, 54% en Perú, 55% en Venezuela y 57% en Bolivia y Colombia (CEPAL, 2003). A pesar de que la brecha de participación entre mujeres y hombres ha disminuido en este período, aún sigue siendo muy amplia (Abramo 2004: 6). 


� Para la OIT el empleo informal abarca a los trabajadores por cuenta propia (o independientes) no profesionales ni técnicos, a los trabajadores de las MYPE de hasta cinco trabajadores y a las trabajadoras del hogar.


� Los procesos hiperinflacionarios fueron acompañadas de políticas laborales de contención salarial, esto es, para impedir su recuperación. Véase para Perú,  Nunura (1999) y Verdera (2000). 


� Esta sección tiene como referencia el Informe preparado para la OIT por Norberto García y un conjunto de especialistas y consultores de OIT para la Conferencia Regional Andina de Empleo, Lima, noviembre de 2004 y el documento de la CAF, Construyendo El Dorado, sobre el Programa Andino de Competitividad, 2003.


� Según el FMI, a mediados de la década de 1990 existían dos bloques de países. De una parte 28 países desarrollados, con 15.5% de la población mundial, generaban  57.4% del producto y controlaban 77.6% de las exportaciones mundiales. De otra, 128 países en desarrollo, con 77.7% de la población, participaron con 36.8% del producto y sólo con 18% de las exportaciones (IMF 2000 Table A, énfasis añadido). 


� A su vez, cada uno de estos subíndices se descompone en otros subíndices, por ejemplo, el ambiente macroeconómico considera como positiva la estabilidad (bajo nivel de inflación), y negativos el desvío de fondos públicos, la desconfianza en los políticos, las expectativas de recesión, la tasa de ahorro nacional, el acceso al crédito y el déficit fiscal (CAF 2003, p. 19). 


� Se debe tener en cuenta que 1990 no es un buen año de comparación, pues la mayor parte de países se encontraban en una fase de recesión, lo que afecta más a las importaciones que a las exportaciones.


� Sin ánimo de desmerecer el esfuerzo exportador manufacturero se debe señalar que se trata mayormente de un mayor o un nuevo procesamiento de productos primarios.


� La opción entre crecimiento vía exportaciones y crecimiento con promoción del mercado interno sólo es tal  -es decir, son opuestas - si para lograr la primera opción se bajan los salarios reales.


� Debe destacarse que se trata de promedios por ramas de actividad o sectores. La minería abarca desde la gran minería hasta la minería informal mientras que la agricultura comprende desde la moderna agricultura de exportación hasta la tradicional.


� Mertens, Leonard, Competencia laboral: sistemas, surgimiento y modelos. Cinterfor/OIT: Montevideo, 1997. 


 


� García 2004, Capítulo XI, Conclusiones y recomendaciones  del Informe para la CRAE.


� La distribución del ingreso per cápita entre países se ha tornado más desigual en las últimas décadas; por ejemplo, en 1960 el PIB per cápita promedio en los 20 países más ricos del mundo superaba en 15 veces aquel de las 20 naciones más pobres. Hoy, esta brecha se ha incrementado hasta 30 veces, puesto que, en promedio, los países ricos han crecido más rápido que los pobres. Por cierto, el ingreso per cápita de los 20 países más pobres se ha mantenido casi inalterado desde 1960, e incluso ha disminuido en varios de ellos. Banco Mundial, Reseña sitio Web.


� “…la globalización no ha tenido un efecto de estímulo para el crecimiento económico global. De hecho, desde mediados de los años 60, la tasa de crecimiento del PIB mundial se ha desacelerado, fue de 5.1% en el período 1965-74, del 3.7% en 1970-79, del 2.9% en 1975-84, del 3.2% en 1980-89, del 2.8% en 1985-94 y del 2.5% en el período 1990-99. Aunque la combinación de globalización y desaceleración del crecimiento económico es sorprendente (se) ha prestado poca atención a este tema…si ()…sigue desacelerándose, el comercio mundial no podrá seguir creciendo.” (Ghose 2004: 156-7).


� De acuerdo con las estimaciones más recientes de la OIT, en la última década ha habido un aumento del desempleo en todo el mundo, tal como ha sucedido en los países andinos. OIT, Informe mundial del Empleo.


� Este informe fue elaborado pro la Comisión Mundial sobre la Dimensión Social de la Globalización, convocada por el Director General de la OIT.   


� Sería, por ejemplo, necesario preguntarse si la profundización de la división internacional del trabajo a raíz de la revolución de las tecnologías de la información y su difusión en todas las esferas de actividad (en microelectrónica, telecomunicaciones, informática, Internet, biotecnología e ingeniería genética, robótica, sustitución de materiales, infraestructura de comercio y transporte, etc.) han contribuido a una mayor integración de las naciones y de las sociedades, o han generado una mayor polarización social (la división digital) 


� La estrategia de algunos países sobrepoblados de Asia les ha permitido reducir la pobreza. Alrededor de 1.5 mil millones de personas doblaron sus ingresos por habitante en 10 años (OMC).





� OIT, Seguridad social: temas, retos y perspectivas, 89a reunión de la CIT, Ginebra, 2001.


� El BID define la exclusión social desde el punto de vista de los individuos y de fallas en el funcionamiento de los mercados, los que enfrentan una escasez crónica de oportunidades y falta de acceso a servicios básicos de calidad, a los mercados laborales y de crédito, a condiciones físicas y de infraestructura adecuada, y al sistema de justicia (BID, Departamento de Desarrollo Sostenible, Sitio Web).


� Otros indicadores relevantes son los referentes al gasto público (social) en educación, salud y vivienda.


� Apoyarse sólo en el crecimiento primario exportador conlleva a la inestabilidad del crecimiento y a generar de mayor desigualdad. Tal es el caso de Chile que ocupa el  séptimo lugar en desigualdad en el mundo con un coeficiente Gini de 57,1 en 2000 y con una tasa de pobreza de 21,2% en 1998 (PNUD).


� Según el Banco Mundial no es posible establecer una relación simple entre la apertura comercial y los cambios en la desigualdad. Se pueden encontrar muchos países en los que la desigualdad ha aumentado a medida que se integraron más a la economía mundial, como el propio USA y los países citados. Por su parte China, experimentó uno de los mayores aumentos en la desigualdad, a partir de niveles muy altos de igualdad económica antes de la integración; con todo, el crecimiento de ese país fue lo suficientemente rápido como para reducir la pobreza de manera masiva. Debe repararse en que la liberalización comercial no es el único factor que influye sobre la demanda por factores de producción y por lo tanto, sobre el ingreso. Otros posibles factores son el cambio tecnológico, los patrones de inversión, los cambios en la productividad relativa, la inmigración o los cambios en las condiciones institucionales, por ejemplo la debilidad de los sindicatos o las modificaciones en las condiciones implícitas de contratación entre trabajadores y empleadores. Banco Mundial, Reseña ¿Empeora la desigualdad con la globalización? Sitio Web. 


� BID, Departamento de Desarrollo Sostenible, Sitio Web.





� OIT, 92.a Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, En busca de un compromiso equitativo para los trabajadores migrantes en la economía globalizada, Ginebra, 2004.


� En todo caso, se pretende que exista una relación mecánica y directa entre la globalización  y el aumento del modelo primario exportador que no absorbe empleo ni mejora los ingresos, sobre el desempleo y la desigualdad. Un contraejemplo inmediato son los éxitos de economías basadas en la exportacipon primaria, aunque de alta productividad (Australia y Nueva Zelanda).


� OIT, Superar la pobreza mediante el trabajo, Memoria del Director General a la 91.a reunión de la CIT, 2003. En el caso de Bolivia ha sido reconocida la falta de eficacia de los programas de reducción de la pobreza, si no estos no se apoyan en la generación de empleos e ingresos y el reciente Informe sobre la pobreza en Ecuador del Banco Mundial reconoce la importancia de la deficiente operación y resultados del mercado de trabajo (bajos salarios, desempleo) como generador de pobreza.





� En el marco de la Conferencia Regional Andina sobre Empleo, 22 y 23 de noviembre del 2004, Lima.


� En el caso de Perú merece destacarse el Pacto por la competividad y el empleo digno, aprobado por el Acuerdo Nacional en enero de 2005, con la participación de representantes de los partidos políticos, empleadores y trabajadores, de las iglesias y de la sociedad civil, y ratificado por el Consejo Nacional de Trabajo y Promoción del Empleo.
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						Cuadro 1

		Panorama de los Países Andinos en 1999

				PBI per cápita		Ingreso Medio		Coeficiente		Promedio

				US$ de 1995		familiar per cápita		Gini		años escolaridad

				al año		(mensual US$)

		Bolivia		955		169		0.60		5.6

		Colombia		2266		496		0.55		5.6

		Ecuador		1404		158		0.56		6.4

		Perú		2310		178		0.50		7.6

		Venezuela		3037		365		0.49		7.1

		Argentina		7435		580		0.53		9.4

		Brasil		4225		594		0.64		6.0

		Chile		5129		475		0.55		9.8

		Fuente: CEPAL et al, Hacia el objetivo del milenio de reducir la pobreza en América

		Latina y El Caribe, 2003. Cuadro 1, p. 21.
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Cuadro 3


Países Andinos: algunos indicadores laborales básicos, 2000.


(Porcentajes)


		Países

		Crecimiento Población 1995-2000

		Crec. PET 1995-2000 

		PEA Agrícola 1990

		Asalariados Urbanos b/

		PEA Informal 

		Seguridad Social  c/



		Bolivia 

		2.3

		2.6

		40.5

		43.5

		n.d.

		n.d



		Colombia  

		1.9

		2.4

		26.9

		52.4

		55.6

		82.2



		Ecuador 

		2.0

		2.8

		32.7

		54.1

		51.6

		48.9



		Perú  

		1.7

		2.4

		31.1

		51.9

		59.2

		67.7



		Venezuela 

		2.0

		2.7

		13.3

		58.1

		50.6

		81.3



		América Latina

		1.6

		2.2

		23.6

		n.d.

		46.9

		79.0





Fuentes: CEPAL Anuario Estadístico de América Latina 2000, y OIT, Panorama Laboral 2001.


a/ Quinquenio 1990-1995. Defunciones de niños de 0 a 1 año de edad por cada mil niños 


nacidos vivos.


b/ Perú. ENAHO 1996. Ministerio de Trabajo e INEI.


c/ Asalariados del Sector Formal que cotizan. 


